Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 42 minutos.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda da la 
bienvenida a los representantes de los Odontólogos e higienistas del Programa Escolar de Educación 
para la Salud Bucal del Ministerio de Salud Pública, quienes vienen a realizar su exposición sobre la 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal de 2011. 


Les ofrece la palabra. 


SEÑOR CANDAU..- Buenos días. Antes que nada queremos agradecerles la gentileza por recibirnos en 
el día de hoy. Somos delegados del grupo de profesionales que trabaja en el Programa de Salud Bucal 
Escolar del Ministerio de Salud Pública. Hemos tenido una cantidad de encuentros a nivel 
parlamentario -los cuales comenzaron con las Comisiones de Salud Pública de ambas Cámaras y con 
la de Presupuesto de la Cámara de Representantes-, a los efectos de dejar de manifiesto la situación 
que estamos viviendo y la solicitud que venimos a plantear. 


Hemos realizado un memo -solicitado por la Secretaría de esta Comisión- en donde, más o 
menos, contamos los antecedentes que tiene este Programa. De todas maneras creo que, a grandes 
rasgos, los Senadores conocen la problemática que atravesamos. 


Comenzamos a trabajar -luego de ingresar por concurso- en el año 2005; en ese momento 
éramos 142 profesionales, pero en virtud de la situación que transitamos en estos siete años de labor, 
hoy quedamos solamente 119. En el año 2006 volvimos a concursar y actuamos a nivel de las 
Escuelas Públicas ubicadas en la parte rural de todo el país, seleccionadas por el Consejo Nacional de 
Educación Inicial y Primaria en base al contexto crítico de las mismas. Por tanto, cubrimos 560 
escuelas en todo el país, el 40% de las Escuelas Rurales. 


En las otras Comisiones a las que concurrimos realizamos una presentación en PowerPoint, 
lo cual es práctico para entender nuestra situación, pero en virtud del tiempo de que disponemos nos 
pareció mejor ocuparnos del punto concreto que venimos a solicitar. 


Nuestro Programa tiene tres áreas claves. Una de ellas es de educación y promoción, otra de 
prevención y, por último, una de atención. Esas tres actividades se desarrollan en el contexto de la 
actividad escolar, donde se educa mediante determinadas prácticas clínicas y preventivas a los 75.000 
niños que cubrimos. A su vez, se hace una actividad clínica de todas las urgencias que ese colectivo 
tiene y, al mismo tiempo, atendemos un programa que es escalonado. Comenzaba con primero y 
sexto, a los efectos de que los niños salieran rehabilitados de la escuela; al año siguiente abarcaba 
primero, segundo y sexto; y luego incluiría a primero, segundo, tercero y sexto. Sin embargo, debido a 
los traspiés que hemos tenido en estos siete años, no hemos podido llegar a realizar el ciclo total. De 
todos modos, hemos visto las mejoras que han tenido los niños que recibieron la atención, educación y 
prevención en todo ese ciclo. 


Establecida esta situación, nosotros estábamos centralizados en la Presidencia de la 
República. En el Gobierno del doctor Tabaré Vázquez se creó el Centro Para la Inclusión Tecnológica y 
Social, el cual era dirigido por el ingeniero Brechner, lo cual fue aprobado por el Parlamento de ese 
Período. Se creaban tres Programas de utilidad social: el Oftalmológico, el Odontológico y el Ceibal. 
Nunca llegamos a estar allí porque seguimos bajo la órbita de Presidencia. El actual Gobierno 
entendió que este Programa era importante desde el punto de vista social y que la actividad que 
realizaba era correcta, que apuntaba a la equidad y a atender a la gente más carenciada, sobre todo 
del área rural. Por todo ello es que consideró que era mejor que este Programa lo atendiera el 
Ministerio de Salud Pública, por lo que allí pasamos a realizar nuestra actividad. 


Siempre hemos tenido una relación contractual bastante precaria; se realizó un llamado a 
licitación pública, por lo que se hizo un concurso de oposición y méritos para seleccionar al personal. 
De acuerdo con ello, se adjudicaron registros escolares para trabajar. Esa licitación -que era anual- se 
extendió por otro año y luego se ha ido regulando con las mismas características. Tenemos una 
relación que es bastante poco común, más aun cuando estamos incluidos en la Sección Compras y 
Licitaciones de Primaria, que es donde los proveedores suministran a la Enseñanza Primaria de 
pizarrones, tizas, lápices, libros, etcétera. Cuando comenzamos la actividad este trabajo se contrapuso 
con nuestra gremial profesional en función de que los honorarios eran sumamente bajos. Vale recordar 
que en su momento nosotros bregamos por un derecho salarial -así lo posee la profesión 
odontológica- y estamos homologados con los médicos. En función de eso, políticamente fue difícil la 
situación. Participamos en esta actividad entendiendo que iba a ser un trabajo solidario. El tiempo fue 
transcurriendo y estas cosas no fueron solucionadas. No obstante, seguíamos intentando demostrar 
que esta actividad, apoyada en su momento por la primera dama, es de mucha utilidad -quienes 
trabajamos hace 26 años en la pediatría lo sabemos bien- ya que en el mundo está demostrado que 
comenzar en la niñez es la forma de poder lograr verdaderos cambios en salud. Esto implicó un 
refuerzo -esto lo van a poder leer en el antecedente que incluimos en el memo- pero igualmente se 
llegó a cubrir un total de 75.000 niños con un muy buen éxito. Se hicieron extensiones de licitaciones 
las cuales siempre han tenido observaciones del Tribunal de Cuentas por lo cual ha sido bastante 
complicado el tema. Cuando terminó el año 2010 se cerró el Ejercicio del Programa y se nos prometió 
que comenzábamos en el mes de marzo. Los contratos siempre los firmamos de marzo a diciembre, 
bregando por tener una actividad anual. Es más, en durante el primer Gobierno se hizo el “Verano 
Solidario”, con una acción educativa, trabajando con cantidad de niños de poblaciones difíciles -incluso 
de las escuelas que les dan de comer-, que realmente tienen una necesidad en ese sentido. En los 
años posteriores eso no se pudo realizar. Entonces, en 2011 íbamos a comenzar en marzo -el Ministro 
actuante en ese momento era Olesker-, y luego de que arrancaron las clases el 2 de ese mes pedimos 
una entrevista que se concretó el 4 o 5, en la que se nos dijo que por problemas administrativos estaba 
complicado poder empezar la actividad. Luego de muchísimas gestiones y de deambular por el 
Ministerio de Salud Pública -supongo que los señores Senadores estarán enterados de algunas 
declaraciones que hemos hecho-, logramos comenzar en el mes de octubre. Quiere decir que de 
marzo a octubre no se desarrolló esta tarea lo que acarreó, además de un perjuicio económico para 
quienes desarrollamos la actividad, el no cumplimiento del objetivo del Programa que, en definitiva, es 
lo más importante. Se trata de un programa educativo, preventivo y asistencial, que se sustenta en su 
continuidad, por lo que parece ilógico detenerlo, pues se pierde todo el accionar y luego hay que 
recomenzar. En octubre volvimos a firmar un contrato hasta diciembre, siempre en condiciones muy 
precarias. Al año siguiente, luego de varias tratativas, comenzamos en el mes de marzo y 
conformamos Comisiones de trabajo con el Ministerio de Salud Pública a efectos de reformular el 
Programa -considerando una cantidad de aspectos que el colectivo profesional quería aportar-, a 
efectos de estudiar el tema de redes y distribución de tratamientos a nivel de cirugía que no podíamos 
realizar en el colectivo escolar. Si bien hacemos cirugías y cosas más complicadas, en el primer 
período de Gobierno contábamos con un convenio con la Asociación Española mediante el cual se 
asistía a ese nivel, pero luego el mismo cayó por lo que no teníamos forma de resolver situaciones de 
patologías mayores. No tuvimos suerte pero de todos modos comenzamos en el mes de marzo y el 17 
de abril hicimos una conferencia advirtiendo que firmábamos nuevamente, pero hasta junio. Cabe 
destacar que el Programa que llevamos adelante no hay que defenderlo, pues nadie lo ataca, y está 
más que claro que es útil. Lamentablemente, debemos luchar contra la -a nuestro juicio- inoperancia 
administrativa en cuanto a sugerir un buen anclaje. Durante el proceso, en el Ministerio de Salud 
Pública pasamos por diferentes áreas; primero reportamos a un área del Departamento de Promoción 
Estratégica en Salud, luego en la parte del Área Ciclos de Vida y así nos fueron rotando de acuerdo al 
interés ministerial. En ese momento ya estaba en ejercicio el actual Ministro de Salud Pública. Los 
planteos realizados al anterior Ministro en cuanto a la posibilidad de trabajar en tiempo y forma, no 
fueron escuchados. Como decía, en abril de 2012 hicimos la conferencia de prensa, luego de la cual se 
nos advirtió que los trámites administrativos eran complicados y nuevamente había que hacer una 
reconsideración de esta orden de compra, hablar con Primaria y esperar que el Tribunal emitiera su 
dictamen, lo cual llevó -como ya hemos manifestado- a que el 30 de junio cayera otra vez nuestro 
Programa, dejando de asistir a las 560 escuelas de todo el país, a 75.000 niños. Por supuesto, se 
generó un perjuicio a la propia actividad del Programa y a los profesionales. 


Nosotros nos hemos movilizado por esta situación, hablamos con los integrantes de las 
Comisiones de Salud Pública de ambas Cámaras y con los de la Comisión de Presupuesto de la 
Cámara de Representantes, logrando que se nos escuchara y que a mediados de este mes 


retomáramos el programa en su totalidad. O sea que llevó un mes y medio poder operativizar este 
Programa que es entendido y que, por suerte, nadie ha dicho que no sea útil ni necesario. 


En las últimas instancias a nivel del Ministerio de Salud Pública solicitamos, junto con esa 
Cartera, un refuerzo económico de $ 12:000.000 a efectos de aumentar un 20% el Programa, hacer un 
nuevo concurso y asalariar a los colegas, tal como habíamos convenido. Esta propuesta fue llevada a 
la Comisión de Presupuesto de la Cámara de Representantes. Según la versión taquigráfica, se 
propuso un aditivo que contemplaba esos $ 12:000.000, pero fue votado negativamente. Luego, en el 
Plenario, también fue rechazado. La entrevista a esta Comisión del Senado la pedimos hace dos 
meses, pero se nos dijo que debíamos esperar a que comenzara el tratamiento de la Rendición de 
Cuentas, por lo que acudimos ahora. Por eso es que en el día de hoy les estamos contando un poco 
nuestra historia, intentando sensibilizar al colectivo de Legisladores en cuanto a la necesidad de 
contemplar esta mínima cantidad de dinero que permitiría continuar un Programa que está dedicado a 
la niñez uruguaya más carenciada y que a nivel público y social no ha recibido ningún reproche, 
entendiéndoselo útil. Nuestra intención es que aquí se pueda revertir la negativa que se dio en la 
Cámara de Representantes, votando una partida. 


Como sabrán los señores Senadores, se hicieron gestiones a altos niveles de la esfera política 
del país. Por ejemplo, nos reunimos con el doctor Tabaré Vázquez cuando vimos que esto no llegaba a 
buen puerto. Nuestra función hoy es, entonces, explicar la necesidad de este Programa y sensibilizar al 
colectivo de legisladores en cuanto a que debe continuar, aprovechando el recurso humano 
capacitado, que cabe aclarar que no entró “a dedo” sino que concursó en dos oportunidades y 
realmente está preparado para llevar adelante una actividad que dignifica y que beneficia a los niños 
más humildes del país. 


SEÑOR UMANSKY.- Recogemos con mucha atención el planteo que se hace y entendemos muy 
lógico lo que aspiran. Ahora bien, nos surge algún tipo de duda para formalizar la propuesta. Se 
plantea que durante la Administración anterior desarrollaron el Programa y obtuvieron ciertos logros. 
Básicamente, queríamos saber si ese Programa se había formalizado en la Administración anterior, 
dependiendo de Presidencia de la República. Digo esto porque, después, ustedes dan el paso hacia el 
Ministerio de Salud Pública donde, según lo que expresan, no formalizaron esto como Programa en sí. 
Es decir, según entendí, ustedes tenían contratos varios pero, aparentemente, en el Inciso 02 
“Ministerio de Salud Pública” no funcionaban como Programa. Quiero saber si esto es así, para poder 
canalizar el aumento presupuestal solicitado, o acaso el ahorro, porque un incremento por un lado 
puede significar una economía en otro Programa. 


SEÑORA NAPPA.- Durante el Gobierno del doctor Tabaré Vázquez el Programa funcionó bajo la órbita 
de Presidencia. 


SEÑOR UMANSKY.- ¿Es decir que se trataba de un Programa de Presidencia, con créditos 
asignados? 


SEÑORA NAPPA.- Sí, efectivamente. Esos mismos créditos fueron trasladados y, justamente, en el 
repartido que les dejamos figura un documento con fecha 1? de agosto en el que se resuelve trasladar 
los créditos asignados al Programa de Salud Bucal Escolar al Centro de Inclusión Tecnológica y Social, 
Ministerio de Salud Pública, Unidad Ejecutora 001, Dirección General de Secretaría, Programa 442, 
Promoción en Salud, proyecto de inversión 902, Salud Bucal Escolar. Se transfirieron los recursos 
económicos y todos los insumos materiales pero no el personal humano que lleva adelante el 
Programa, porque nosotros fuimos contratados por Primaria mediante licitación pública. Entonces, lo 
que denunciamos es que en el Ministerio no se ha podido implementar una forma de llamar a concurso 
para poder mantener un contrato con la Cartera hasta el término de la gestión. El Ministerio argumenta 
que no puede llamar a concurso porque no le alcanza el dinero para homologar nuestros sueldos con 
los de los profesionales que trabajan allí. Este es uno de los motivos del refuerzo de la partida 
presupuestal que estamos pidiendo. 


SEÑOR UMANSKY.- El señor Ministro de Economía y Finanzas asistió a esta Comisión hace unos 
días y destacó el refuerzo de rubros que se había dado en materia de salud. Quiere decir que hay una 


contradicción con esta pequeña necesidad que ustedes están solicitando. Sin dudas, entonces, el 
Ministerio de Salud Pública cuenta con los recursos para atender vuestra posición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero saber si la partida para las remuneraciones de los profesionales 
están incluida en los $ 12:000.000. 


SEÑOR CANDAU.- Sí, señora Presidenta. 


SEÑORA NAPPA.- Quería aclarar al señor Senador que el Ministerio de Salud Pública pidió un 
refuerzo presupuestal de $120:000.000 para todos sus Programas y actividades, pero el Ministerio de 
Economía y Finanzas aprobó $ 20:000.000 para el Rubro 0, lo que solamente alcanza para hacer los 
ajustes salariales a los empleados de aquella Cartera; en realidad no le asignó recursos para ningún 
Programa extra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por el material que nos han proporcionado y, obviamente, el 
tema va a ser discutido por la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda. 


SEÑOR CANDAU.- Agradecemos la gentileza de habernos recibido y apelamos a la sensibilidad de 
ustedes para poder solucionar un tema tan importante para el colectivo de niños. 


(Se retira de Sala la delegación de odontólogos e higienistas del Programa Escolar de Educación para 
la Salud Bucal del Ministerio de Salud Pública.) 


(Ingresa a Sala la Asociación de Funcionarios del Instituto Plan Agropecuario, AFIPA.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda tiene el gusto de recibir a la Asociación de Funcionarios del Instituto Plan Agropecuario para 
que expongan su reivindicación. 


Tienen la palabra. 


SEÑOR DIEGUEZ.- Soy delegado de la Asociación de Funcionarios del Instituto Plan Agropecuario y, 
antes que nada, queremos agradecer la oportunidad de esta audiencia. 


Hace dos años que estamos en este camino de asistir a diferentes Comisiones de ambas 
Cámaras -tanto a la de Ganadería, Agricultura y Pesca como a la de Presupuesto- planteando 
básicamente el mismo problema, que tiene que ver con la financiación de la institución y el ajuste de 
los salarios de los funcionarios. El Plan Agropecuario se financia en el Inciso 21, Subsidios y 
Subvenciones, y el problema mayor que hemos visto, encontramos y padecemos todos los años y 
todas las Rendiciones de Cuentas, es que no se reajusta por la inflación. Entonces, hay una pérdida 
anual por la inflación que no está siendo recuperada. Esta situación fue constante desde 2002 hasta 
2010, lo que generó un gran déficit en la financiación de la institución. Como funcionarios, entendemos 
que ese déficit fue cubierto por nuestra pérdida salarial. A su vez, en el año 2002 nuestros salarios 
sufrieron un 20% de reducción por un tema de ajuste y de la crisis general de la economía, el que 
tampoco fue recuperado. Además, desde 2005 el Ministerio de Economía y Finanzas ha venido 
planteando un incremento del 37% en los salarios que nosotros no recibimos debido a que la 
financiación del Plan Agropecuario -la institución de extensión nacional en ganadería en el Uruguay- 
depende del Inciso “Subsidios y Subvenciones”, que no se reajusta. 


En el año 2010 hubo un reajuste del presupuesto de la institución para cubrir el déficit que se 
venía generando desde 2000; es decir que no implicó, específicamente, una recuperación salarial que 


estamos necesitando desde hace más de diez años. 


Concretamente, nuestro planteo es que se incluyan en la Rendición de Cuentas los reajustes 
por inflación pasada y, eventualmente, la proyección hasta el año 2014. Hemos hecho algunas cuentas 
y vamos a estar en rojo de vuelta -por decirlo de alguna manera- porque ya hay un déficit generado. 
También solicitamos que ese reajuste sea permanente para evitar este reclamo periódico que hacemos 
en cada Rendición de Cuentas, es decir que se lo haga automáticamente. Tal vez la solución sea que 
salgamos del Inciso “Subsidios y Subvenciones” porque allí hay una limitante principal que es el 
reajuste por inflación. En definitiva, nuestro reclamo es que se encuentre la forma de financiar la 
institución de extensión de la ganadería en el Uruguay, el Instituto Plan Agropecuario, y se la coloque al 
nivel que corresponde, al igual que ocurre con otras organizaciones parecidas en su conformación 
como el Instituto Nacional de Investigación, el Instituto Nacional de Carnes, etcétera, si bien tenemos 
funciones diferentes. Incluso, puede haber otras vías de financiación  -ya sea por un desvío de lo 
recaudado por el IMEBA-, pues estamos siendo castigados en forma real a través de nuestros 
salarios. 


SEÑOR UMANSKY.- No tengo muy clara la naturaleza jurídica de la institución, porque no es un típico 
Programa de presupuesto, sino que son casi una persona pública no estatal, por lo que 
inevitablemente el Poder Ejecutivo se ve obligado a aportarles sus créditos a través del Inciso 21. Eso 
lleva a esta situación en la que ustedes, por ejemplo, no pueden tener los mismos derechos que el 
resto de los funcionarios públicos en cuanto a recibir los ajustes habituales. Ahora bien, tengo 
entendido que ustedes también poseen recursos propios. ¿El Instituto recauda algo? Lo pregunto 
porque para atender vuestro pedido habría que ver el grado de autonomía financiera que tiene la 
institución. Obviamente, lo que hace el Poder Ejecutivo es compensar aquellos faltantes o déficits, pero 
quizá sean necesarios dos tipos de acciones: por un lado, habrá que analizar si el Instituto puede llegar 
a tener recursos propios para solventar lo que están pidiendo y, por otro, eventualmente habría que 
buscar una relación mucho más nítida y transparente entre el Poder Ejecutivo y el Instituto. 


Digo todo esto a fin de canalizar de algún modo vuestro pedido para saber a dónde hay que 
ir a golpear la puerta, si es al propio Instituto para que se autonomice y consiga un mayor volumen de 
recursos o si hay que negociar con el Poder Ejecutivo la forma normal de hacer las compensaciones 
por déficit. Creo que esos serían los caminos a seguir. 


SEÑOR DIEGUEZ.- Con respecto a la conformación, efectivamente es un Instituto púbico no estatal, al 
igual que INASE, INALE, INIA, INAC y muchos otros. La diferencia fundamental radica en que la 
autonomía financiera del Plan Agropecuario es nula; nosotros cobramos algunas matrículas de 
inscripción a los cursos de capacitación. Estamos hablando de cursos de $ 700 para algo más de 30 
personas y hay algún otro curso que implica otros ingresos, pero como máximo se alcanza entre un 5% 
y un 10% del presupuesto de la institución. Lo cierto es que no brindamos más servicios que ofertas de 
capacitación, básicamente para productores ganaderos, por lo que no recibimos otros recursos. 


Las otras instituciones tienen ingresos por servicios; por ejemplo INASE cobra por la 
certificación de las semillas; o en el caso del INIA, se desvía una parte de los impuestos provenientes 
de la venta de productos agropecuarios y el Estado pone una parte igual. Me animaría a decir que, en 
nuestro caso, dependemos en un 95% de subsidios y subvenciones; ese es el principal problema y 
creo que eso contesta la pregunta del señor Senador. 


La vía directa que tenemos es solicitar al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca 
que revea esta situación, porque si saliéramos del Inciso 21 o se incluyera una partida de reajuste por 
inflación, tal vez la mitad de nuestros problemas quedaría resuelta. Hemos hecho algunas cuentas y 
vemos que con el paso del tiempo habrá una pérdida que al año 2014 será de $ 8:500.000 -dinero 
que vamos a necesitar-, dentro de un presupuesto de $ 33:000.000. Quizá pueda haber otra forma de 
financiación, pero nuestra autonomía financiera es prácticamente nula. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, agradecemos mucho su comparecencia y dejamos 
constancia de que toda la información que nos han brindado será tratada en la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Instituto Plan Agropecuario - 
AFIPA.) 


(Ingresan a Sala los representantes del Movimiento de la Juventud Agraria.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del 
Senado que está tratando la Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución Presupuestal del 
Ejercicio 2011 tiene el agrado de recibir a los representantes del Movimiento de la Juventud Agraria. 
Les aclaramos que disponen de quince minutos para su exposición. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Buenos días. Ante todo quiero agradecerles que nos hayan recibido. Mi nombre 
es Freddy Martínez, pertenezco al Movimiento de la Juventud Agraria y en este momento soy 
Coordinador de Proyectos Productivos. 


Simplemente queremos poner a la Comisión al tanto de las actividades que viene realizando 
la Juventud Agraria y el porqué de solicitar una adecuación de partida. Hace casi treinta años que no la 
recibimos y, por lo tanto, contamos con los mismos recursos, pero hay que tener en cuenta que 
tenemos un importante incremento de actividad, además de la que siempre hemos desarrollado en 
cuanto a lo que son la capacitación y el trabajo con eventos deportivos. Actualmente hay dos 
Programas de producción que están marchando muy bien: uno es el Programa de producción ovina y 
otro el de cría de terneros. En este momento nos estamos viendo un poco desbordados por el interés 
de los jóvenes del medio rural que quieren participar de estos Programas y la falta de recursos hace 
que no podamos abarcar más de lo que hoy hacemos. 


En cuanto a lo que es el Programa de producción ovina, en alguna oportunidad y desde sus 
comienzos -no hace mucho tiempo- hemos informado acerca de él. Podemos decir que ya llevamos 
entregados 500 ovinos a 50 jóvenes; este año se incorporarán 20 jóvenes y se entregarán 200 ovinos 
más, y de aquí en más el incremento anual estará en el entorno de los 180 o 200 ovinos, o sea que se 
sumarán 20 jóvenes anualmente al Programa. 


En lo que respecta al proyecto de producción de terneros, es un poco más alto el porcentaje 
de jóvenes que se pueden incluir y hay muchos interesados en participar de este Programa. Gracias al 
acuerdo realizado con la empresa New Zealand Farming Systems Uruguay -los megatambos que se 
encuentran en el departamento de Florida-, tenemos la posibilidad de acceder a 4.000 terneros 
anualmente, que es una cifra muy importante. Ahora estamos trabajando en un proyecto piloto y los 
números actualmente son bastante superiores a los que hemos mencionado; ya hemos entregado más 
de 300 terneros y hay más de 20 jóvenes integrando este Programa. De aquí a fin de año seguramente 
habremos de superar los 500 terneros entregados y la cifra de 30 o 40 jóvenes. No podemos olvidar 
que estamos hablando de cuatro o cinco departamentos, es decir que actualmente la actividad se ha 
incrementado y, además, se puede visualizar que hay un futuro muy promisorio. 


En consecuencia, hemos venido a solicitar un aumento de partida, no solo para mejorar lo 
que estamos haciendo sino también para crecer en la actividad que está desarrollando la Juventud 
Agraria. 


SEÑOR JAUME.- Soy Horacio Jaume, Directivo de la Juventud Agraria. 


Creo que hay algunos detalles que convendría aclarar para ver cómo funciona la operativa. 
El modelo de la producción ovina sale de un Programa sobre pequeños productores que fue diseñado 
por el ingeniero agrónomo Ganzábal del INIA, en Las Brujas, y el impacto que producía en ellos en lo 
económico. Se habló con ellos y se diseñó algo que empezó a funcionar por la buena disposición de la 
Sociedad de Criadores de determinados tipos de razas como, por ejemplo, Milchschaf, Corriedale o 


Polldarsield, que dan los vientres para que esto funcione. La Juventud Agraria creó un sistema a través 
del cual se dan los animales por un período de cinco años con posibilidad de repago. 


Cabe destacar que hay diferentes modelos que se están llevando a cabo en distintas zonas 
en los departamentos de Canelones, Flores, Florida y Durazno. Hay productores de zonas distintas y 
con perfiles diferentes que están trabajando sobre una misma base y de todos se obtiene la misma 
respuesta. Al inicio se apoya a los productores, pero todos asumen la responsabilidad de repago de los 
animales durante ese período de cinco años, y eso fomentará la generación de un banco ovino para su 
posterior funcionamiento. La Juventud Agraria funciona en clubes y está integrada por muchachos que 
son la garantía de todo lo que allí sucede frente a quienes colaboran con el sistema. Existe una 
permanente ida y vuelta con relación a la actividad realizada. Este sistema, en lo que refiere a los 
ovinos, funciona muy bien y todo indicaría que en poco tiempo va a aumentar mucho la cantidad de 
animales. 


En cuanto a los terneros -tal vez aquí haya gente vinculada al agro-, la categoría de terneros 
machos en un alto porcentaje se sacrifica porque no vale la pena criarlos en los tambos. Es muy difícil 
para los tambos hacer frente a los costos que implica atender a los animales que no son sacrificados, 
lo que provoca un alto nivel de mortandad. Hay que cumplir una función muy delicada. Cuando el 
animal nace se alimenta del calostro de la vaca durante dos o tres días, luego se lo retira de su lado y 
se lo cría hasta que cambia su sistema de alimentación a pasto exclusivamente. Durante ese período - 
que siempre ha sido el cuello de botella-, a través del sistema de la Juventud Agraria se ha brindado 
una atención personalizada y se ha logrado que la mortandad baje a cifras que asombran a los propios 
colaboradores. 


Este sistema está en marcha y se va a seguir llevando a cabo. Si se pudiera adjudicar una 
mayor dedicación desde el punto de vista del seguimiento de los muchachos que están trabajando, se 
facilitaría enormemente su funcionamiento y se podrían ajustar detalles de mejor forma. Pero no va a 
dejar de hacerse por no lograr determinados objetivos; tal vez caminemos más despacio, pero 
seguiremos adelante. 


SEÑOR UMANSKY.- Su institución recibe un subsidio del Presupuesto Nacional y tiene una relación 
técnica con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Quisiera saber si cabe la posibilidad de 
que puedan cobrar alguna pequeña tarifa por los servicios que brindan. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Las familias de los jóvenes con los que estamos trabajando son productores que 
se encuentran, diría, en el umbral de la sobrevivencia en el medio rural. No se trata de productores de 
punta ni productores familiares cuyos predios oscilan entre 800 y 900 hectáreas Coneat, sino que son 
productores con 15 o 20 hectáreas. Por lo tanto, en muchos de estos casos, cobrar un servicio podría 
complicar la rentabilidad de este tipo de proyectos. Si bien los muchachos reciben animales a través de 
los proyectos de la Juventud Agraria, no les regalamos nada porque todo es con devolución. Incluso, 
en el proyecto de producción ovina, que lleva cuatro años en funcionamiento, no ha habido ni un solo 
productor que no haya cumplido con sus obligaciones. Es gente responsable y que está haciendo las 
cosas bien, pero cobrar un servicio complicaría la rentabilidad de estos establecimientos. Estamos 
trabajando con familias de muy bajos recursos y pequeños productores. Con estos proyectos damos la 
posibilidad a estos jóvenes para que, sin suspender sus estudios, comiencen una experiencia 
productiva como puede ser la de criar 10, 15 o 20 terneros en 1 o 2 hectáreas de campo o tener, como 
en este caso, 15 o 20 ovejas en 2 o 3 hectáreas de campo. Es bueno decir que, hoy por hoy, con 20, 
25 o 30 ovejas -tenemos las pariciones a la vista-, se tienen entre 38 y 50 corderos. La Juventud 
Agraria está realizando un trabajo diferencial, que muchas veces se hace en predios más grandes. 


SEÑOR JAUME.- Me gustaría hacer referencia a un aspecto que tiene relación con lo que se está 
expresando. 


La Juventud Agraria firma convenios con las Intendencias. Hace poco se presentó este 
proyecto en la Intendencia de Florida y surgió una persona que se interesó y planteó que, en principio, 
iba a donar 250 borregos. Se trata de un industrial que se apersonó al Movimiento de la Juventud 
Agraria y dijo que él no tenía inconvenientes en colocar la cantidad de corderos que fuera porque tenía 
el mercado, siempre y cuando se lograra determinado tipo de corderos en cierto tiempo. Si logramos 


obtener un producto diferenciado con un mercado como el brasileño -que supuestamente no tiene 
techo- y se tiene la posibilidad de comercializar con el frigorífico que está en Paso de los Toros, que se 
especializa en lanares, se estaría cerrando el ciclo. Esto sucedió hace cuarenta y ocho horas. Por eso 
digo que las cosas se van a hacer igual; se demorará más o menos, pero esto dejó de ser una idea 
para convertirse en una realidad. Al mismo tiempo, quienes la llevan adelante están convencidos de 
que se puede concretar. Simplemente se trata de terminar de aceitar el mecanismo para que funcione 
mejor. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Cabe destacar que el proyecto de producción ovina comenzó con una donación 
del Presidente de la Sociedad de Criadores de Milchschaf, luego tuvimos una donación de la Sociedad 
de Criadores de Corriedale y otra de la Sociedad de Criadores de Polldarsield. Es decir que este 
proyecto no tuvo fondos de especie alguna, sino que se logró con el apoyo de privados y a impulso de 
la Juventud Agraria con los recursos que hoy tiene. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Senadores no tienen más preguntas que formular, les 
agradecemos su visita. La Comisión tomará en cuenta toda la información brindada. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios del Instituto Plan 
Agropecuario.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social - ATSS.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, que 
analiza la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2011, tiene el 
agrado de recibir a la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra 


SEÑORA ZAPIRAIN.- En primer lugar, quiero agradecer la oportunidad que se nos ha brindado para 
expresar nuestros planteos. 


Soy la Presidenta de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social y el tema 
concreto que queremos plantear en el día de hoy tiene que ver con el reconocimiento de la antigúedad 
de diferentes formas de relaciones laborales que hubo en el Banco de Previsión Social desde la 
década de los noventa, específicamente lo vinculado a suplentes del área de la salud y compañeros 
exfuncionarios del PNUD. 


Desde hace bastante tiempo hemos venido hablando sobre este tema con el Directorio del 
Banco de Previsión Social y, de acuerdo con los elementos con que cuentan, al día de hoy se les hace 
imposible, por vía legal, atender nuestro pedido. Por eso entendimos pertinente concurrir a plantear 
nuestro interés en impulsar un artículo o una ley que, de alguna forma, reconozca la antiguedad real de 
todos estos trabajadores que, desde la década del noventa, prestan servicios en el Banco de Previsión 
Social en una clara relación de dependencia. 


Hemos hecho llegar a los señores Senadores una propuesta de cómo debería atenderse 
esta situación en concreto. En alguna resolución del propio Directorio se puede ver que la situación de 
los suplentes del área de la salud se regularizó en 1996 y 1998 y la de los entonces funcionarios del 
PNUD, en el año 2005, con el argumento de reconocer una clara dependencia laboral en forma 
ininterrumpida. Todo esto es producto de una ley de los años noventa que impedía el ingreso a la 
función pública de los trabajadores. 


En el año 2005 se regularizó o, mejor dicho, se reconoció esa dependencia por parte del 
Banco de Previsión Social y en el 2007 casi todos pasamos a ser funcionarios presupuestados, pero 


sin el reconocimiento real de la antigúedad que, en algunos casos, iba del año 1990 hasta 1996 y, en 
otros, hasta el 2005. 


SEÑOR BERTON!.- Antes que nada, quiero aclarar que desde mayo soy suplente de la Presidenta de 
la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social. 


Simplemente quiero plantear una situación específica de un grupo de compañeros mal 
llamados suplentes en el área de la salud. Por el hecho de ser profesionales y estar afiliados a la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, durante el período en que mantuvieron 
este vínculo laboral con el BPS y antes de ser incluidos en los contratos de función pública o 
presupuestados, solo aportaban a la Caja Profesional y no al Banco de Previsión Social, lo que generó 
un inconveniente jubilatorio. 


A pesar de llevar dos, tres, cuatro, cinco o diez años trabajando en el Banco de Previsión 
Social y, por lo tanto, tener una afiliación civil en términos jubilatorios, esos trabajadores no han 
generado una jubilación porque no se hicieron aportes. 


Los artículos que el Sindicato propone apuntan a que se tenga en cuenta la antigúedad real, 
es decir, cuando la persona verdaderamente comenzó a trabajar en relación de dependencia. Esto 
juega sobre dos aspectos: no afecta la escala salarial que tenemos -y que fue acordada con el 
Directorio- porque se ingresa a ella de acuerdo a la fecha de presupuestación, pero sí influye sobre la 
licencia por antigúedad y la prima por antigúedad porque, obviamente, para su cálculo se toma en 
cuenta el momento en que fueron presupuestados. 


En el caso específico de los profesionales, entendemos que debería buscarse una fórmula - 
digo esto en forma personal y sin comprometer al sindicato- en la que, incluso, se podría plantear un 
aporte del trabajador -esto correspondería porque todos aportamos para poder jubilarnos-, a fin de que 
también se reconozca la afiliación civil correspondiente a ese período. Esto apunta a que puedan 
obtener una segunda jubilación por su actividad civil o, en el caso del pluriempleo -que tanto se da, 
fundamentalmente, en los profesionales de la salud, que pueden tener otra actividad por industria y 
comercio-, que pueda sumar esos años para recibir una segunda jubilación, aparte de la profesional. 


Creemos que los planteos son bastante fundamentados. En su momento, el Directorio que 
asumió en el 2005 -creo que con buen criterio-, se planteó tratar de solucionar los problemas desde 
ese momento en adelante  -inclusive, en el Presupuesto del año pasado se regularizó la situación de 
más de treinta funcionarios de los mal llamados suplentes-, pero dejó en claro que no podía resolver 
hacia atrás. 


El Banco de Previsión Social, considerando sus facultades, intentó solucionar el problema 
jubilatorio a que hacía referencia, pero finalmente nos contestó que no había encontrado una solución 
a este respecto, por lo que el sindicato entendió que podría hacerlo el Poder Legislativo. 


SEÑOR UMANSKY.- No me queda claro por qué no es el propio Directorio el que plantea esto en el 
Presupuesto, ya que considero que cuenta con las suficientes atribuciones y competencias como para 
hacerlo. El Inciso 28 -que creo es el que los incluye- cuenta, de alguna manera, con las facultades 
necesarias como para elaborar su propio presupuesto, por lo que creo que este planteo se debería 
incluir allí. 


SEÑOR BERTONI.- Como el señor Senador recordará, cuando se aprobó la Ley N* 16.713 en 
setiembre de 1995, relativa al nuevo sistema jubilatorio, se estableció que si bien desde el punto de 
vista constitucional no hay duda de que el Banco de Previsión Social está incluido entre los organismos 
del artículo 220 de la Constitución, a los términos presupuestales y desde esa fecha estamos actuando 
como si fuéramos uno de los organismos del artículo 221. Por lo tanto, el Presupuesto del Banco de 
Previsión Social no se remite al Poder Legislativo a menos que exista desacuerdo entre ese organismo 
y el Poder Ejecutivo. Cuando intentamos incluirlo en el presupuesto propio, recibimos la respuesta a la 
que hice referencia anteriormente. 


SEÑORA BOSCHI.- Quiero decir que existe un antecedente. En el año 1998, cuando se regularizó la 
situación de los suplentes del área de la salud pasándolos a la función pública, también se procedió a 
la regularización de los contratos de obra. Éramos transcriptores y también estábamos en una clara 
relación de dependencia encubierta, por lo que se regularizó nuestra situación. 


En nuestro caso, a los dos meses tuvo lugar un reconocimiento de la antigúedad; si bien 
estamos en actividad en la función pública desde la misma época, en el caso de los contratos de obra 
se nos reconoce la antigúedad desde el momento en que ingresamos al organismo. Este es un 
antecedente que nos parece que debería ser tenido en cuenta. 


SEÑOR BERTON!I.- Quiero decir a quienes hacía tiempo que no veía que me alegró estar aquí y volver 
a verlos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de 
Trabajadores de la Seguridad Social. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social - 
ATSS.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Docentes de la Universidad de la República - ADUR.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda, con motivo del análisis de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 


Presupuestal del año 2011, tiene el gusto de recibir a la Asociación de Docentes de la Universidad de 
la República para que planteen sus inquietudes. 


SEÑOR CERMINARA.- Agradecemos a los señores Senadores la posibilidad que nos brindan de dar 
nuestra opinión sobre la Rendición de Cuentas, así como también del planteo que ha realizado la 
Universidad de la República. 


Brevemente quiero recordar que la Universidad resolvió de manera unánime solicitar 
nuevamente los recursos que originariamente se habían pedido en ocasión del Presupuesto del año 
2010, a precios actualizados. Esto implica que el Poder Legislativo debería adicionar $ 2.156:000.000 
a lo ya asignado en la Ley de Presupuesto, monto que ha sido distribuido en los diversos Programas 
de la Universidad y que resumimos en el material que hicimos llegar a los señores Senadores. 


La Cámara de Representantes modificó el Mensaje que envió el Poder Ejecutivo y asignó 
una cifra de aproximadamente $ 100:000.000. Como observarán, existe una diferencia muy 
significativa entre los recursos solicitados y los asignados. Queremos ser claros y sinceros: para la 
Universidad de la República, los miles de jóvenes que estudian en ella, los docentes y funcionarios, 
ese es un mensaje extremadamente decepcionante. Recordemos que el Poder Político ha declarado 
firmemente, en todo el período anterior, la voluntad de apoyar la investigación, la educación y el 
desarrollo sustentado en estos asuntos; por esa razón, este mensaje es decepcionante. 


Queremos comentar dos aspectos que han sido motivo de declaraciones públicas en 
diversos ámbitos y que se esgrimen como los argumentos por los cuales eventualmente el poder 
político no asigna los recursos que solicita la Universidad. El primero de ellos tiene que ver con la idea 
de que la Educación es un lugar al que se destinan fondos que después no retornan en beneficio para 
la sociedad, entre otras cosas, por ineficiencia. En nombre de la Universidad de la República queremos 
rebatir esta afirmación con algunos ejemplos breves que destacan los significativos resultados que se 
han obtenido en los últimos años en términos de la inversión realizada; estos ejemplos demuestran 
que la inversión y el esfuerzo que el país ha realizado en el último quinquenio -que, en el caso de la 
Universidad, implicó un aumento de su presupuesto en un 70%- han tenido un retorno. 


Es sabido que la inversión en educación tiene un retorno a mediano y largo plazo, no 
obstante lo cual ya podemos mostrar algunos indicadores de lo que significó este esfuerzo. En el siglo 
XXI -o sea, desde el año 2000 hasta la fecha-, la Universidad vio incrementado el ingreso de jóvenes 
en casi un 24%. Es decir que pasamos de un poco más de 15.000 ingresos en el trienio 2000-2002 a 
casi 19.000 en el último trienio. Por otra parte, en este período los egresos -que podrían considerarse 
uno de los productos finales de la Universidad- aumentaron un 37%: por primera vez en la historia se 
pasó de 3.600 a una cifra superior a los 5.000 egresados. Esta es una primera muestra de eficiencia y 
resultados. 


El desarrollo de la Universidad en el interior del país, que es uno de los programas más 
importantes y ha sido altamente financiado, ha mostrado índices de eficiencia sorprendentes para los 
que vivimos este proceso. En tres años logramos radicar en el interior de país a alrededor de 94 
docentes investigadores en régimen de dedicación total. Como los señores Senadores saben, el 
régimen de dedicación total es extraordinario: el docente tiene una remuneración extra y se 
compromete a trabajar solamente para la Universidad. Además, el régimen de dedicación total se 
asigna a partir de la presentación de un proyecto académico de investigación de alto nivel, que es 
evaluado en los lugares más exigentes, y también con evaluadores externos. 


En este momento la Universidad cuenta con una cifra cercana a los 800 docentes con 
dedicación total, y en tres años 94 de ellos se radicaron en el interior con sus equipos de 
investigadores y sus laboratorios. Esta es una cifra que nos ha sorprendido a todos. Además, este año 
se abrieron 83 carreras -muchas de forma completa-, más otras 25 en los últimos dos años. En 
este momento en el interior están cursando cerca de 10.000 estudiantes, cifra que duplica la de hace 
cinco años. Todo esto se logró con una velocidad realmente sorprendente, lo que genera, como es 
obvio, dolores de crecimiento. 


Por otro lado, si medimos los artículos publicados en el último quinquenio, podemos ver que la 
investigación científica se duplicó; y tengamos en cuenta que la Universidad es la responsable de casi 
el 80% de la investigación que se produce en el país. 


Algunas veces se ha dicho que existen dificultades en los programas de ejecución, y durante 
decenios el país estuvo sujeto a ver los esqueletos de edificios que no se terminaban. Sin embargo, en 
el último quinquenio la Universidad inició, con financiamiento, un proyecto de inversión edilicia que 
prevé para este período la edificación de 177.000 metros cuadrados. La planta física de la Universidad, 
que fue construida a lo largo de 150 años, es de 275.000 metros cuadrados; es decir que habrá un 
crecimiento muy significativo. El programa comenzó a ejecutarse en el año 2011 con un equipo propio 
de la Universidad que está encargado de esas obras y en un año se logró ejecutar 15.000 metros 
cuadrados. Es la primera vez en casi cuarenta o cincuenta años que hay construcciones de ese nivel 
en el país. Estos son pequeños ejemplos que muestran el índice de eficiencia y de impacto que genera 
la inversión en educación. 


En los minutos que quedan queremos plantear otro argumento. Se dice que el país ha 
invertido en educación, y en particular en la Universidad, y lo reconocemos: el presupuesto 
universitario ha crecido. Sin embargo, si se invierte en una institución como la Universidad de la 
República -que en el período anterior estaba sumergida-, pero luego se deja de hacerlo, se corre el 
riesgo no sólo de no crecer, sino de perder lo que ya se puso. En ese sentido vamos a dar algunos 
ejemplos: hemos logrado un avance sustancial -como recién comentamos- en la tasa de retención y de 
egreso de estudiantes que está sustentado en que los indicadores como, por ejemplo, la hora 
docente/alumno y el metro cuadrado por alumno, han mejorado. Además, es obvio que la matrícula 
universitaria va a seguir creciendo. Entonces, si no aumentamos el presupuesto, los indicadores no 
solamente van a decaer, sino que, teniendo en cuenta la cantidad de estudiantes que habrá en el 
futuro, la propia estructura nos retrotraerá a situaciones previas al último quinquenio; el no continuar 
invirtiendo no deja la situación como está, sino que nos lleva al pasado. En este momento, en el país y 
en el exterior tenemos cientos de estudiantes que están cursando posgrados, como las maestrías y los 
doctorados; esa gente recibe la inversión del país durante veinte o veinticinco años, que es el tiempo 
necesario para forma un doctor en una disciplina. Pero ocurre que el régimen de dedicación total -que 
es a lo que naturalmente aspira un investigador- está agotado, por lo que no podemos adjudicárselo a 
más docentes. Debo decir que en los últimos cinco años se pasó de tener 550 docentes a más de 800 
y, repito, no contamos con más fondos. Es decir que los cientos de investigadores que se están 
formando van a querer retornar y ocupar esos puestos de trabajo, pero no van a poder. Lo que va a 
ocurrir es muy sencillo y todos lo sabemos: los investigadores no tienen mercado laboral solamente en 
el país, sino que se mueven en el mundo; por lo tanto, van a ir a volcar en el exterior sus esfuerzos y la 
inversión que realizó el país durante estos años. 


En resumidas cuentas, no invertir más no es simplemente mantener la situación actual, sino 
que implica un retroceso. Además, la construcción es lenta y el deterioro muy rápido, como ya lo 
hemos vivido en otras épocas. 


Las últimas palabras son para comentar dos aspectos más. En el último período el salario de 
los trabajadores ha aumentado significativamente en términos reales, pero si se miran las cifras se verá 
que, en cuanto al salario real universitario de docentes y no docentes, se ha logrado volver apenas a 
los valores previos a la crisis del 2002. En este momento hay salarios razonablemente competitivos en 
la Universidad, pero hay una enorme cifra de docentes que tienen una carga horaria por la cual el 
salario real que reciben es extremadamente bajo. El promedio de dedicación docente de la Universidad 
es de solo 20 horas -en realidad, es un poco más de 21 horas- y en el último período ha sido muy 
dificultoso aumentarla; el promedio ha aumentado una hora en quince años. Necesitamos tener un 
personal más calificado y dedicado a las actividades universitarias, cosa que requiere un aumento, 
naturalmente, de las partidas destinadas a salarios. 


La partida que ha aprobado la Cámara de Representantes implica una selección de algunos 
programas, lo cual produce un crecimiento muy desigual. En el pedido que ha hecho la Universidad 
tenemos programas que no han sido incrementados en nada y otros que han sido prácticamente 
financiados. Necesitamos compensar esas cosas porque es muy complicado desarrollar una institución 
compleja como la Universidad de la República sin un equilibrio de sus distintas partes. Entonces, los magros 
$ 100:000.000 que aprobó la Cámara de Representantes, frente a los más de $ 2.000:000.000 que 


pidió la Universidad -que, además, han sido asignados solo a algunos programas específicos-, producen un 
fuerte desequilibrio en nuestras necesidades. 


De esta manera contestamos algunas de las cosas que hemos escuchado en estos días. 
Creemos que el Senado de la República debería aprobar un presupuesto significativamente más alto 
del que ha sido asignado por la Cámara de Representantes, de manera que el poder político sea 
coherente con el mensaje que hemos escuchado en los períodos previos, en forma casi unánime, en 
cuanto a que el presupuesto dedicado a la enseñanza y a la creación de conocimiento avanzado para 
la formación de jóvenes es un camino para el desarrollo del país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se hizo referencia a que no tienen más fondos asignados para aumentar la 
dedicación total, es decir, para incrementar el número de personas en ese régimen. ¿Esto significa que 
con el presupuesto para los años 2012 y 2013 no alcanzarían los fondos para aumentar el número de 
personas en régimen de dedicación total? 


SEÑOR CERMINARA.- Al régimen de dedicación total se accede luego de un largo período de 
evaluación. Sabemos que en este momento hay 18 docentes con evaluación positiva, pero no tenemos 
dinero para financiar su inclusión en el régimen, por lo menos al mes de agosto de este año. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos muchísimo la información brindada. El material que nos 
han entregado va a ser repartido a todos los señores Senadores, quienes deliberarán sobre sus 
propuestas a partir de que tomen conocimiento de ellas. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Docentes de la Universidad de la República 
- ADUR.) 


(Ingresa a Sala la delegación de Proyecto Centros de Día.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene 
el agrado en recibir a los integrantes del Proyecto Centros de Día. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Buenos días. Agradecemos que nos hayan recibido en el día de hoy. 


Antes que nada, nosotros planteamos en la Cámara de Representantes el interés de obtener 
una subvención y, como sabemos que disponemos de poco tiempo, hicimos un memorando que ya 
entregamos a la Secretaría de esta Comisión. 


Nuestra Asociación se inició en el 2007, y a su vez comenzamos a relacionarnos con otras 
asociaciones. La personería jurídica se obtiene en el año 2011 y desde el 4 de junio de ese año el 
Proyecto Centros de Día es Presidente de la Federación Autismo Uruguay. Como Presidente hemos 
propuesto realizar o lograr estrategias educativas, porque eso es lo que nos convocó. Centros de Día 
está integrado por madres, abuelas, tías, o sea, personas que están interesadas en solucionar el tema 
educativo, esencialmente, de los chicos que tienen características autísticas. Entonces, como 
Presidente de la Federación hicimos propuestas en este sentido, conscientes de que tiene que ser el 
ámbito público desde donde debe partir la solución. Desde el Codicén este año nos han dado una muy 
buena respuesta, a través de dos resoluciones -que figuran en el memorando que entregamos, lo que 
abre un camino y genera un avance cualitativo en la educación pública uruguaya. Por tanto, a través de 
este camino se va a abrir un espacio para que los chicos con características autísticas puedan ingresar 
a los ambientes comunes para educarse, tal como ocurre en otros países. 


También anotamos en el memorando el tema de la inclusión. Somos conscientes de la 
necesidad de una educación inclusiva. Aunque parece una contradicción el hecho de que estemos 
promoviendo o llevando adelante un Centro de Día -porque parece que es algo particular-, lo que 
sucede es que como la vida de los chicos urge -es hoy que necesitan la educación- estamos 
trabajando en centros educativos como el nuestro hasta tanto en el ámbito educativo -donde también 
estamos trabajando- se logre dicha inclusión. 


Ahora voy a referirme a la situación que motiva la existencia de la Asociación. Por un lado, 
esta no busca cuidar a los chicos. Muchas de las asociaciones que hay en el Uruguay solucionan la 
vida de los chicos con autismo a través de su cuidado, lo cual es correcto, pero nosotros vamos un 
poco más allá porque nos interesa su educación. ¿Por qué? Por la experiencia que tenemos en 
diversos centros y por la existente en el mundo, los chicos autistas son personas -esto parece una 
obviedad-, por lo que si se los educa adecuadamente, van a aprender. 


Los objetivos fundamentales son tres. El primero de ellos tiene que ver con los hábitos que 
promueven la autonomía, ya que en poco tiempo estos chicos serán adultos -como podrán apreciar los 
señores Senadores, hoy ha venido con nosotros un integrante del Centro- y debemos intentar que 
aprendan a comportarse en grupo, lavarse, comer solos, vestirse, etcétera. Todos estos hábitos no los 
adquieren como las demás personas, por lo que exige una metodología específica. 


El segundo objetivo que se busca es la obtención de ambientes adecuados. Ellos aprenden a 
estar en ambientes comunes, pero para el aprendizaje requieren ambientes adecuados, contemplando 
el lugar físico, el personal capacitado, los programas educativos específicos y el equipamiento 
necesario. 


El tercer objetivo tiene que ver con la conexión, pues todo este trabajo no se hace aislándose 
de los demás, sino en conjunto con la familia -en los programas educativos es fundamental el trabajo 
con las familias, para que haya una conexión entre los aprendizajes-, con el barrio -los chicos deben 
poder ir a comprar y el señor que les vende debe saber que se trata de un niño que va a responder con 
determinadas características- y con las organizaciones sociales, con las que ya estamos vinculadas. 


A continuación, mi compañera expondrá sobre las causales para solicitar una subvención. 
SEÑORA DELGADO..- Soy madre de un chico con autismo e integro la Comisión Fiscal. 


Cabe aclarar que importa tener un ingreso constante para el funcionamiento de un centro 
educativo que realiza una función inexistente en el área pública. La Asociación busca recursos 
económicos con determinadas condiciones, ya que no es una empresa privada común. En este caso, 


se aplica el derecho al principio de la educación gratuita para todo niño o niña, por lo que la educación 
no está condicionada por el pago de inscripción ni mensualidad por parte de los alumnos. Por tanto, se 
buscan aportes voluntarios de quienes trabajan -es decir, quienes conformamos las comisiones- y 
donaciones en especies. Los niños acuden gratuitamente y se cuenta con empresas que colaboran, 
por lo que también queremos recurrir a la sociedad. 


SEÑORA JORGE.- En mi caso, soy abuela de un chico de 15 años. 


La sede obtenida el 1? de noviembre de 2011, por comodato con el Codicén y por un mínimo 
de diez años, tiene grado lll de preservación del patrimonio. Eso es algo muy lindo por un lado pero, 
por otro, nos obliga a tener mucho cuidado con lo que se hace. Está ubicada en la Ciudad Vieja, en 
Treinta y Tres 1546, esquina Piedras. Allí funcionó, hasta hace tres años, el Jardín N* 218 de 
Primaria. Luego, el mismo fue transferido, la casa quedó abandonada por unos años y ahora requiere 
reparaciones exteriores e interiores, siempre cuidando sus características por el hecho de ser protegida 
por el patrimonio. Por ejemplo, hay que arreglar el frente, los balcones, la instalación eléctrica, los 
baños, la cocina y la pintura. Hemos conseguido algunas donaciones de instituciones o empresas, 
como, por ejemplo, pintura. La estimación del presupuesto mínimo anual alcanza los $ 680.000. Para el 
funcionamiento, nosotros presentamos el proyecto al INAU, pensando en que también algunos niños 
autistas del Instituto -que no tienen dónde acudir- podrían concurrir al Centro, accediendo a nuestro 
sistema. 


Agradezco mucho a los señores Senadores, en forma personal y en representación de todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber si ustedes hicieron alguna gestión ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas para obtener una subvención. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- No, esta es la primera gestión a nivel público que estamos realizando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, existe un procedimiento específico a seguir en los casos de 
nuevas Asociaciones que busquen tener una subvención del Estado. Entonces, creo que sería 
importante que ustedes se asesoraran al respecto, ya que deben presentarse ante una oficina y aportar 
documentación del proyecto -no conozco específicamente qué documentación se solicita- para que la 
subvención les sea otorgada en la próxima instancia presupuestal. Quería decirles esto para que 
ustedes estén atentas a eso, pues se subvenciona a aquellos que ya se han presentado formalmente 
ante la oficina correspondiente del Ministerio de Economía y Finanzas. De esa manera, ustedes 
lograrían pasar a ser una organización que pueda ser subvencionada. Si bien la propuesta 
seguramente se vote en el Poder Legislativo, existe una etapa previa a seguir. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- A nosotros nos informaron justamente al revés, pues se nos dijo que esto 
debía estar incluido dentro del listado de asociaciones o empresas en la Ley de Presupuesto y que al 
momento de iniciar los trámites en el Ministerio -obviamente antes de cobrar-, se debían presentar la 
personería jurídica y toda la documentación correspondiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo quería que supieran que sin ese trámite es imposible continuar. Otra 
pregunta que quería realizarles es si cuentan con personería jurídica. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Sí, tenemos. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuántas personas abarca la Asociación? 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Se trata de una Asociación Civil, que cuenta con Comisión Directiva, Comisión 
Fiscal y colaboradores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuántos colaboradores son? 


SEÑORA GONZÁLEZ.- La cantidad de colaboradores no es siempre la misma, ya que el grupo estable 
de la Asociación lo formamos ocho personas. Hay otras cinco que colaboran asiduamente -por 
ejemplo, en espectáculos, cuando hay que limpiar o hay que hacer trámites- y también debemos contar 
a las personas que colaboran en actividades específicas. Los chicos que concurren -no son niños, sino 
que son adolescentes y jóvenes- son 12. Este número es reducido porque educarlos implica una 
relación prácticamente uno a uno de docente-alumno, especialmente en actividades concretas o en el 
primer período de habituación ya que luego pueden comenzar a realizar actividades en conjunto. Es 
decir, las actividades que tienen que ver, por ejemplo, con expresión, música, movimientos o disfrute 
las hacen en conjunto, pero no ocurre lo mismo con las de aprendizaje concreto. Muchos chicos 
avanzan más lentamente y a su manera, pero luego se pueden integrar a la escuela común, estando 
medio horario en un lado y medio horario en el otro, pudiendo incluso asistir al liceo. En el caso de 
otros chicos este proceso no se puede dar, pues tienen más dificultades, pero igualmente desarrollan 
sus potencialidades y todo lo que tiene que ver con la escritura, el reconocimiento de formas y colores. 
Todos estos aprendizajes y los relacionados con los hábitos tendientes a la mayor autonomía se hacen 
en forma individual, ya que se sigue todo un procedimiento ordenado. En estos casos, el docente o el 
auxiliar docente y la familia lo tienen que conocer y también se tiene en cuenta la cultura de la familia al 
enseñar los nuevos hábitos o al rehabilitar. Algunos chicos incorporan este procedimiento más 
rápidamente y otros no, pero en ese proceso esa relación sí debe ser individual. Por eso, cuando nos 
preguntan cuántos son los chicos que asisten al Centro no podemos decir que son 35, porque somos 
conscientes de que el aprendizaje no va a ser valioso dentro de la teoría y la propuesta pedagógica 
que desarrollamos. Esta propuesta pedagógica no es la única en el país, sino que es la misma que se 
está desarrollando en el centro educativo para niños autistas en Salto y en Young, lo que ha reforzado 
nuestras ganas de llevarlo adelante, porque los chicos se integran, aprenden, van al liceo y los 
resultados son excelentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que ustedes han expresado, así como el material que han dejado, va a 
ser enviado a todos los legisladores que integran la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, 
de manera que podamos discutirlo y tratarlo. 


(Se retira de Sala la delegación del Proyecto Centros de Día.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay y la 
Cámara de Industrias del Uruguay.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene 
el gusto de recibir a los representantes de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay y 
la Cámara de Industrias del Uruguay para que realicen su exposición con respecto a la Rendición de 
Cuentas del año 2011. 


SEÑOR LOMBARDI.- Queremos agradecer a los señores Senadores por recibirnos en la mañana de 
hoy. Ante la escasez de tiempo, preferimos hacer una presentación conjunta de la Cámara de 
Comercio y la de Industrias. Quiero decir que nos vamos a referir estrictamente a un artículo del 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas y los comentarios al respecto los vamos a dejar a través de 
las vías que nos fueron solicitadas para poder ahondar en otros detalles. 


SEÑOR BURGHI.- Quiero agradecer a los señores Senadores por brindarnos este tiempo para 
referirnos específicamente al Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional, Inefop. En este 
sentido, corresponde que desarrollen este tema los abogados Irrazábal y Mailhos. 


SEÑOR MAILHOS.- Soy asesor jurídico de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay. 


Como bien anticiparon los Presidentes de las Cámaras de Comercio y de Industrias, hemos 
decidido hacer algunas menciones especiales al proyecto de ley de Rendición de Cuentas, en cuanto 
refiere a modificaciones a la Ley N” 18.406, que en el año 2008 creó el Instituto Nacional de Empleo y 
Formación Profesional. Esto se debió a la trascendencia e importancia que tanto la Cámara de 
Comercio como la de Industrias, en su calidad de organizaciones más representativas, le dan a este 
instrumento que tiene el país desde hace varios años y que procura atender las necesidades de 
formación profesional y el desarrollo de políticas activas de empleo en nuestro país. 


El antecedente inmediato del Inefop fue la Junta Nacional de Empleo y Formación 
Profesional que se creó por la Ley N* 16.320 en el año 1992, y que surgió como fruto de una iniciativa 
de los sectores políticos de aquella época que estaban preocupados por el tema de la integración 
regional y los impactos que podían tener sobre el desarrollo de la fuerza de trabajo en nuestro país. Se 
creó un Fondo de Reconversión Laboral al que contribuyen los trabajadores y empresarios de la 
actividad privada, administrado por una Junta integrada por tres representantes de cada una de las 
partes: el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el PIT-CNT, 
representando a los trabajadores, y las Cámaras de Industrias y de Comercio, en calidad de las 
organizaciones más representativas del sector empresarial. Como dije, esta Junta administraba el 
Fondo de Reconversión Laboral y asesoraba al Poder Ejecutivo en materia de políticas activas de 
empleo y de formación profesional. En este caso, esta Junta, que no tenía personería jurídica, 
adoptaba sus decisiones por consenso. Entonces, la idea del consenso se instala desde la aparición de 
este organismo, en el entendido de que las políticas que se tienen que llevar adelante y la 
administración del Fondo debían hacerse de manera compartida y con identidad de criterios, de 
manera que nadie pudiera desarrollar políticas en contra de la opinión de algunos de los sectores tan 
trascendentes en la integración de la misma. Sin embargo, allá por el año 2008, la Ley N” 18.406 
realiza algunos cambios al sistema. En primer lugar, el Instituto intenta obtener personería jurídica y la 
Junta se entrevera en sus competencias con la Dirección Nacional de Empleo y Formación Profesional 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Entonces, se genera una persona pública no estatal 
encargada de realizar el cometido esencial de administrar el Fondo de Reconversión Laboral y, 
además, de asesorar al Poder Ejecutivo en las políticas públicas de empleo y formación profesional. 
Por lo tanto, sucede en todos sus derechos y obligaciones a la Junta Nacional de Empleo, pero instala 
algunas modificaciones, siendo la más trascendente la creación de un Consejo Directivo que se 
integra, ya no con tres miembros sino con siete -aunque respetando las representaciones- 
reproduciendo la lógica de los Consejos de Salarios: tres del Poder Ejecutivo -uno del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, otro del Ministerio de Educación y Cultura, incorporando la lógica de la 
educación al trabajo, y el último, que no está establecido por ley, de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto; dos del PIT-CNT y la delegación de los empresarios mantiene y respeta la 
representación de las Cámaras de Industrias y de Comercio, en el entendido de que son las más 
representativas del sector empresarial del Uruguay. Aquí se instala una nueva lógica y se rompe con la 
adopción de decisiones por consenso. En aquel momento se entendió que el consenso podía quitar 
agilidad a la toma de decisiones e, incluso, que uno de los sectores podía generar el veto a alguna de 
las políticas que se pretendiera llevar adelante. Entonces, tal como estaba la situación, se resolvió 
tomar las decisiones por mayoría. Sin embargo, como resabio y en el entendido de la especial temática 


que se llevaba a cabo en este Consejo Directivo, se reservaron algunas áreas de consenso. En el 
entendido de que la lógica de este Instituto es muy sensible para los actores sociales y también para el 
Gobierno, se considera que en algunos casos, cuando se tengan que aplicar determinados fondos a 
ciertas actividades trascendentes, igualmente será necesario exigir la conformidad de los tres sectores. 
Un ejemplo de ello es la posibilidad de suspender, eliminar o aumentar el aporte al Fondo de 
Reconversión Laboral ya que, indudablemente, en esta materia se requiere consenso; también para 
crear Comités Locales de Empleo, sobre todo a fin de descentralizar la actividad del Instituto; para 
eliminar esos Comités Locales de Empleo; para la creación de Comités Sectoriales de Empleo -¡vaya 
si hoy el tema sectorial adquiere una relevancia importante!-; y para la designación de los integrantes 
de la Comisión de Control. 


Quiero referirme, en especial, a que en el caso de la designación del Secretario Ejecutivo y 
del personal del Instituto, así como para el establecimiento de sus remuneraciones, también se exige 
consenso y, a falta de él, se dan sesenta días, después de la propuesta, para que se defina por 
mayoría. 


Todo esto demuestra la importante interrelación de los consensos con la necesaria agilidad 
en la toma de decisiones que establecen las mayorías y viene a referencia porque hemos tomado 
conocimiento de que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ha 
realizado una propuesta de modificación de algunos de estos aspectos en esta Rendición de Cuentas. 
Más allá de entender que la ley de Presupuesto no es un ámbito apropiado para introducir este tipo de 
modificaciones -y así lo hemos hecho saber en muchas oportunidades-, queremos dejar constancia de 
que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha roto una tradición de consulta a las partes para 
hacer este tipo de propuesta como la que vamos a comentar. 


Dicho esto, vamos a referirnos brevemente a algunos aspectos. El primero de ellos refiere a 
que el proyecto de modificación que ha introducido el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social a este proyecto de ley tiene que ver con el tema de competencias, y quiero 
enfocarme específicamente en la que se pretende introducir en el literal O) del artículo 2? de la Ley N* 
18.406, del Inefop, donde se habla de la posibilidad de financiar las políticas de producción del empleo 
juvenil. 


Señora Presidenta: entendemos que esto es materia y competencia natural del Instituto 
Nacional de Empleo y Formación Profesional; creemos que establecer una competencia como esta en 
una ley, sobre todo en una ley de Presupuesto, le dota de una rigidez que es determinante para el 
Instituto y, a su vez, elude las discusiones que en esta materia natural del Instituto -como bien dije- 
puedan darse en profundidad. Es más, hoy por hoy se está fijando esta competencia sin tener a la luz 
ninguna ley de empleo juvenil aprobada, con lo cual se está otorgando un cheque en blanco para una 
definición que excede la consideración del propio Instituto Nacional de Empleo y Formación 
Profesional, comprometiendo la asignación de recursos a algo que no sabemos la enjundia y el monto 
que puede suponer. 


Por lo tanto, las Cámaras comparecientes entendemos que esto debe atenderse con fondos 
presupuestales y no asignárselo al Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional; que es mala 
la solución de que se establezca por ley y, además, en el caso de que prospere la fijación por ley, que 
debería fijarse un límite en la cuantía del Fondo de Reconversión Laboral para aplicar a esto. 


También nos preocupa la modificación de la integración del Consejo Directivo, ya que se 
propone un nuevo miembro del Poder Ejecutivo, con lo cual sus representantes pasarían a ser cuatro. 
Nos parece que es un reforzamiento de la mayoría del Poder Ejecutivo que rompe con el espíritu con 
que fue creado este Consejo Directivo que, como dije, fue la estructura de los Consejos de Salarios. Es 
decir, se refuerza una mayoría que el Poder Ejecutivo ya tiene y se genera una situación insólita que es 
establecer en un Consejo Directivo un número par de miembros, hecho que no conoce antecedentes 
en nuestro Derecho. Además, lejos de poder estar inspirado en una mejora de gestión, en realidad, va 
a establecer obstáculos adicionales a la toma de decisiones en un Instituto que tiene algunas 
dificultades en ese sentido. 


Para culminar esta presentación, lo único que quiero agregar es que el hecho de que la 
delegación del Poder Ejecutivo duplique en número a la de los actores sociales también supone una 
pérdida de peso relativo para estas delegaciones en el Instituto. Acá tenemos un tripartismo 
institucionalizado y efectivo que no solamente adopta decisiones sino que también administra. Se trata 
de una experiencia inédita para el país que no solo es bien valorada por los actores sociales sino 
también a nivel internacional. 


En consecuencia, la presencia de las Cámaras hoy aquí es para reclamar que esta 
modificación que se pretende llevar adelante de manera inconsulta por el Poder Ejecutivo quede sin 
efecto y se mantengan las disposiciones originariamente establecidas en la Ley N* 18.406, de 24 de 
octubre de 2008, en todos sus términos. Tampoco hay ninguna evaluación técnica ni fáctica que pueda 
justificar reformas como las planteadas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR IRRAZABAL.- Soy Asesor Laboral de la Cámara de Industrias del Uruguay. 


Simplemente quisiera complementar la exposición del doctor Mailhos y para ello voy a 
destacar el procedimiento que se debería haber utilizado -pero no se hizo- en cuanto a la consulta 
tripartita. De alguna forma, en función de los convenios internacionales suscritos en lo que hace a un 
organismo de carácter tripartito, estamos convencidos de que se estaría violando lo dispuesto por el 
Convenio Internacional de Trabajo N* 144 en cuanto a la necesidad de realizar consultas con el tiempo 
suficiente para que los actores se pronuncien, de buena fe. Hay numerosos pronunciamientos del 
Comité de Libertad Sindical que así lo indican. Creo que el procedimiento seguido para introducir 
algunas modificaciones no fue el correcto ni el más adecuado y contrario -lo digo y lo sostengo- a lo 
establecido en los Convenios internacionales suscritos por nuestro país. De alguna forma, más allá del 
fondo -cuya opinión ya fue expresada por el doctor Mailhos-, creo que el procedimiento utilizado 
tampoco fue el correcto. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR UMANSKY.- De acuerdo con lo expuesto, la forma de actuación hasta ahora ha sido como 
persona pública no estatal. Es un viejo tema de la Administración Pública uruguaya que una vez que 
crea determinado tipo de organismo después trata, por vía indirecta -en Rendiciones de Cuentas y 
Presupuestos-, de ir arreglándolo, pero termina desvirtuándolo. Me parece que es un ámbito específico 
de una persona pública no estatal que merecería una consideración normativa aparte; es decir que 
habría que evitar que en las Rendiciones de Cuentas y en el Presupuesto se crearan nuevas normas, y 
dedicarle un campo especial de análisis a esta experiencia que es muy valiosa, tal como los 
comparecientes han expresado. 


Sería dable proponer al Plenario que esto fuera el ámbito de una redefinición de la persona 
pública no estatal, pero no producto de una Rendición de Cuentas, lo que evidentemente va a 
desvirtuar la consideración del objetivo general. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más consideraciones, cumplimos con agradecer su visita y quiero 
corroborar que lo que han planteado en términos legislativos es la eliminación de los actuales artículos 
200 y 201. 


SEÑOR MAILHOS.- Así es, señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. 


(Se retira la delegación de las Cámaras Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, y de Industrias 
del Uruguay.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Actuarios Judiciales del Uruguay.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda tiene 
el agrado de recibir a los representantes de la Asociación de Actuarios Judiciales del Uruguay. 


SEÑOR PARDO IRIONDO.- Somos integrantes de la Comisión Directiva de la Asociación de Actuarios 
Judiciales del Uruguay, Adaju. Mi nombre es Diego Pardo Iriondo y soy su Presidente; me acompañan 


las escribanas Hormaizteguy y Sosa. 


Queríamos hacer un planteo -que ya hicimos en la Cámara de Representantes y ante los 
distintos sectores de los Partidos Políticos- a efectos de informar quiénes somos, qué hacemos y cuál 
es nuestra solicitud. 


Los Actuarios Judiciales debemos ser necesariamente abogados o escribanos, y por la 
función que desempeñamos, tenemos que ser peritos en Derecho. Cumplimos una doble función: 
administrativa, como jefes de oficina, y técnica, como peritos en Derecho. Por un lado, el área 
administrativa supone el manejo de todo el personal, de los útiles de trabajo y de los problemas 
edilicios que puedan existir, es decir, todo lo que implica la dirección administrativa de una oficina; y por 
otro, el área técnica supone el conocimiento de fondo y de forma del Derecho a efectos de dirigir 
técnicamente a la oficina. 


Jerárquicamente está el Juez, luego viene el Actuario y por último los funcionarios 
administrativos. Nosotros tenemos a cargo la oficina, incluyendo a todos los funcionarios, a quienes 
tenemos que dirigir desde el punto de vista administrativo y técnico. Cuando el Juez dispone una 
determinada resolución en un expediente, nosotros somos quienes controlamos a los funcionarios que 
cumplen las diversas tareas para que la decisión judicial se cumpla en todos sus términos. Por esa 
razón, reitero, debemos ser abogados o escribanos y conocer el Derecho de fondo y de forma. 


Nosotros ingresamos al Poder Judicial con el cargo de Actuario Adjunto, que es el primero en 
el escalafón; se ingresa en el interior del país, salvo que por razones de servicio haya alguna vacante 
urgente que llenar en Montevideo. Los Actuarios somos un total de 400 y nos encontramos distribuidos 
en todo el territorio nacional. Normalmente, quienes somos de Montevideo nos iniciamos en el interior y 
luego, con el tiempo, tenemos la posibilidad de llegar a Montevideo, mientras quienes son del interior 
se quedan allí. Posteriormente, seguimos ascendiendo en la carrera funcional a los cargos de Actuario 
Titular, Inspector de Actuarías o Inspector de Juzgado -son los que supervisan el trabajo de los 
Actuarios- y Secretario de los Tribunales de Apelaciones. Esa es nuestra carrera funcional. En todos 
los casos, cumplimos esa doble función; es decir que el Secretario en los Tribunales de Apelaciones 
hace la misma tarea que el Actuario en los Juzgados. 


En el año 2005 el Parlamento votó una partida presupuestal para el Poder Judicial 
relativamente importante, que implicaba, entre otras cosas, que se hiciera una reestructura interna. Se 
formó una Comisión, se realizó esa reestructura y se suscitó un problema -para nosotros se cometió un 
error-, por lo que dicha reestructura no quedó bien hecha. Ese es el problema que venimos arrastrando 
desde el año 2005, es decir, desde hace siete años. 


Los Actuarios pueden ser full time o part time. En el caso de los abogados, solo pueden ser 
full time porque no pueden ejercer la profesión; la modalidad de part time es para el caso de los 
escribanos, y es una opción que la ley le otorga al Actuario. A partir de esa reestructura, el Actuario part 
time, sea Titular o Adjunto, pasó a ganar menos que el Alguacil, que es el máximo grado en la escala 
funcional de los funcionarios administrativos que, a su vez, pertenecen a un escalafón diferente al 
nuestro. El Alguacil es el máximo cargo al que puede acceder un funcionario administrativo pero, 
jerárquicamente, está por debajo del Actuario y, con la reestructura, el Alguacil pasó a ganar bastante 
más que los Actuarios part time, no que los full time. 


La explicación que nos dio el Director General radica en que, en realidad, el salario básico 
del Actuario es mayor que el del Alguacil, pero como el Alguacil pasa a ser full time, esa sería la 
compensación que hace la diferencia salarial. Nosotros le respondimos que la explicación no nos 
interesa, pero sí que, a nuestro juicio, se está violando el principio de jerarquía. Si bien en otras 
instituciones podrá pasar o no lo mismo, en el Poder Judicial sucedió a partir de esa reestructura, que 
para nosotros evidentemente estuvo mal hecha. 


Asimismo, quiero aclarar que no tenemos nada en contra de los funcionarios ni de los 
Alguaciles; creemos que el Alguacil debe ganar muy bien porque es un cargo de responsabilidad, pero 
nosotros somos profesionales universitarios mientras que ellos no lo son y jerárquicamente estamos 


por encima, ya que controlamos su trabajo. Para nosotros es absolutamente inadmisible que un jefe 
que controla el trabajo de alguien que está jerárquicamente por debajo gane menos que este último. 
Reitero que no tenemos nada en contra de los Alguaciles; simplemente se trata de respetar un principio 
jerárquico que, a nuestro juicio, se está violando. 


En el repartido que entregamos a la Mesa figura lo que solicitamos a la Suprema Corte de 
Justicia, lo que ella envió y la diferencia salarial entre los Actuarios part time y los Alguaciles. El 
Actuario Titular part time gana unos pocos pesos menos que el Alguacil, pero el Adjunto gana bastante 
menos y, además, es jefe del Alguacil. Originalmente, solicitamos a la Suprema Corte de Justicia que 
se nos aumentara la partida de perfeccionamiento académico que no solo cobramos los Actuarios sino 
también otros profesionales, como los Jueces y los Defensores. Por dicha partida, nosotros cobramos 
un poco más de $ 900, mientras que el resto cobra mucho más. Pretendemos que esa partida se nos 
aumente en $ 5.000 más un 10% del salario básico. De esa manera, y de acuerdo con nuestros 
cálculos, se saldaría la diferencia salarial con el cargo de Alguacil. 


La Suprema Corte de Justicia recogió un aumento de la partida de perfeccionamiento 
académico de $ 900 a $ 2.500 -esto está muy lejos de lo que nosotros pedimos- para todo el escalafón, 
que además de nosotros, incluye a otros profesionales del Poder Judicial. En el país hay 400 Actuarios, 
pero si se incluye a todo el escalafón, se estaría hablando de 700 personas. Esta fue la propuesta de la 
Suprema Corte de Justicia; el Poder Judicial eliminó todo y la Cámara de Representantes no votó 
absolutamente nada. Volvimos a foja cero. Es decir que hoy, en 2012, siete años después, seguimos 
teniendo el mismo problema que surgió en 2005. Todos los días vamos a trabajar y controlamos a 
nuestros funcionarios, entre ellos al Actuario Adjunto part time, que gana $ 5.000 o $ 6.000 más que 
nosotros. Es un tema que nos está molestando a nivel de la jerarquía, porque sentimos que esta no se 
respeta. 


Desde el 2005 venimos planteando este problema y cada vez que lo hacemos se nos dice 
que tenemos razón, pero llegado el momento y como vulgarmente se dice, “marche preso” y nadie 
hace nada. 


Como señalé, hablamos en la Cámara de Representantes y solicitamos que se nos enviara 
una señal que demuestre que alguien nos escucha y nos entiende. Si no se vota lo que solicitamos -tal 
vez parezca excesivo, pero para nosotros no lo es-, que por lo menos se vote la partida propuesta por 
la Suprema Corte de Justicia o algo similar. 


Digo esto porque escuchar y entender lo hacen todos, pero también hay que ser ejecutivo y tomar las 
medidas necesarias para que podamos ver que se nos reconoce lo que hacemos. 


En definitiva, los Actuarios son los gerentes de un Juzgado, porque todos los problemas se 
derivan a él. Reitero que todos los problemas que puedan tener el Juez, los funcionarios, los usuarios o 
los abogados particulares, siempre son derivados al Actuario, no porque sea más importante que los 
demás sino porque es el jefe de la oficina. Cuando en una empresa privada se suscita un problema, se 
dirigen al Gerente; en este caso, esa función la cumplimos nosotros. 


Por estos motivos, repito, solicitamos que nos envíen una señal de que nos entienden por la 
vía de los hechos y no solo de las palabras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa quiere informarles que en la Subcomisión que los recibe en el día 
de hoy no se encuentran presentes todos los señores Senadores integrantes de la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda, pero se les hará llegar la versión taquigráfica de esta sesión, así 
como también el material que nos han entregado para que sea considerado en el momento en que 
comience la discusión propiamente dicha de los artículos de la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2011. 


Muchas gracias por su presencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Actuarios Judiciales del Uruguay.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Comisión Directiva del Hospital de Clínicas.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda que 
está considerando la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2011 
tiene el agrado de recibir a la Comisión Directiva del Hospital de Clínicas “Doctor Manuel Quintela”. 


Sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra; con gusto escucharemos sus planteos. 


SEÑOR TOMASINA.- Agradecemos la gentileza de los señores Senadores por escuchar algunos 
planteos que queremos realizar desde la Facultad de Medicina y el Hospital de Clínicas. 


Antes que nada, quiero decir que soy el Decano de la Facultad de Medicina y estoy 
acompañando a esta delegación, que está integrada por el señor Presidente de la Comisión Directiva, 
Profesor Francisco González; el Profesor Víctor Tonto, Director del Hospital de Clínicas, y también 
integrantes del orden de funcionarios no docentes y del orden estudiantil, que son miembros de esa 
Comisión Directiva. 


En lo personal, básicamente quiero plantear la preocupación, desde el punto de vista de la 
Facultad de Medicina, frente a algunos aspectos que hacen a temas presupuestales del Hospital de 
Clínicas que, como hospital universitario, cumple funciones asistenciales necesarias en el sistema y 
hoy cuenta con servicios exclusivos, como, por ejemplo, los que brindan el Centro Nacional de 
Quemados y el Banco Nacional de Órganos y Tejidos. Hay una serie de iniciativas en el aspecto 
asistencial que son llevadas adelante por el Hospital de Clínicas, que brinda los servicios 
correspondientes en forma exclusiva. Por ejemplo, en materia de asesoramiento, el Centro de 
Información y Asesoramiento Toxicológico tiene exclusividad y responde al sistema. 


Además, hay una serie de otras particularidades; dentro de estructuras académicas existen 
los Institutos de Medicina Altamente Especializada, que son públicos y, por lo tanto, están abiertos al 
sistema en su conjunto. 


Hoy en día, la emergencia del Hospital de Clínicas está integrada funcionalmente con las del 
sector público y tenemos una complementariedad con nuestro socio natural, por la naturaleza del 
usuario. Históricamente, el usuario que se asistía en nuestro Hospital era el del Ministerio de Salud 
Pública y, en la actualidad, lo es el de ASSE. 


Esa situación asistencial es complementada con una realidad importante en investigación y 
docencia, que son casi patrimonio del Hospital en cuando al desarrollo de algunas líneas de 
investigación que para la Facultad de Medicina son muy importantes y necesarias. Estamos hablando 
de investigación básico-clínica, la que se incluye en parte de la documentación que se ha entregado 
con relación a la contribución del hospital universitario en la generación de conocimientos. Este es otro 
elemento no menor; de alguna manera, podríamos pensar que forma parte de la misión de la 
Universidad en su conjunto. 


Quería destacar también que nuestra preocupación actual está relacionada principalmente 
con dos aspectos. En los últimos años, el Hospital se ha abocado a un proceso de reconversión de su 
planta física, tratando de acercarse a criterios de hotelería, confort y seguridad del paciente, acordes 
con el resto del sistema. El Hospital pretende estar integrado formalmente, pero también en lo que 
tiene que ver con los aspectos que hacen a los estándares que actualmente demandan la prestación 
asistencial en el marco de un sistema que, como hemos dicho, es integral. 


En esa lógica, se ha ido desarrollando un plan maestro; hemos logrado la recuperación de 
áreas físicas muy importantes que hoy tienen una calidad que no es nada diferente a otras del sistema 
ni a las del sector privado. En este sentido, podríamos destacar algunas, pero básicamente quiero 
recalcar que se ha logrado recuperar gran parte del Hospital. Ese proceso supone un nivel de inversión 
que hoy, a través del presupuesto estrictamente universitario, no logramos mantener como tal y está 
quedando pendiente la recuperación de las áreas de internación, que son críticas. Este tema lo 
desarrollarán mejor tanto el Profesor González como el Profesor Tonto. 


El otro aspecto que nos preocupa y que tiene que ver con los aspectos asistenciales, son las 
asimetrías salariales que se han generado, inclusive, en el marco de lo público-público. Esto ocasiona 
una gran dificultad para el hospital universitario en cuanto a retener al personal calificado y formado en 
nuestro Hospital. En el marco de esta integración del hospital universitario, estamos evaluando las 
posibilidades que hay de lograr algunas herramientas que permitan obtener recursos para disminuir 
esa brecha. 


Si la señora Presidenta me lo permite, pediría que le ceda el uso de la palabra al Profesor 
González para que continúe con esta exposición. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Solo quiero enfatizar que fuera de estos Institutos que prestan sus servicios a 
nivel nacional -como el Instituto Nacional de Donación y Transplante de Órganos y Tejidos, entre otros-, 
la prestación de asistencia está dirigida predominantemente a las personas que tienen el carné de 
ASSE; no se hace ningún tamizaje por parte del Hospital y se realiza no contra facturación, sino como 
formando parte del sistema. Para mencionar un ejemplo, la urgencia oftalmológica a la que asisten las 
personas dependientes del prestador público integral de ASSE tiene su sede en el Hospital 
universitario. Repito que no se atiende contra facturación, sino que se trabaja en una articulación que, 
de hecho, ya se daba antes de que estuvieran vigentes las leyes que generaron la reforma sanitaria. 
Para terminar con este tema, quiero señalar que las reformas de las leyes del año 2007 y las 
posteriores -sobre todo en las Leyes de Rendición de Cuentas en las que se fueron profundizando 
aspectos de la reforma- dejaron descolgados estos dos componentes que asisten a la misma 
población. Concretamente, me refiero al Hospital de Clínicas y a ASSE, en sus dimensiones y 
especializaciones diferentes. 


Con relación a esto, hay un tema que queremos explicar a los señores Senadores, no porque 
sean integrantes de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, sino como legisladores, ya 
que, a nuestro juicio, se debería dar un paso más y establecer -como se hizo con otros asuntos 
secundarios-, mediante una ley, que esos dos organismos tienen necesariamente que articularse para 
brindar la prestación a las mismas personas. 


El aspecto específico que queremos mencionar tiene que ver con este proyecto de 
refuncionalización edilicia y equipamiento del Hospital de Clínicas, que desde hace algunos años se 
está dando en el país, sobre el cual, el doctor Tonto podrá dar una explicación más completa. En los 
últimos seis o siete años, el país invirtió alrededor de US$ 25:000.000 para refuncionalización. 
Dentro de esta cifra están incluidos los US$ 17:000.000 correspondientes al préstamo o donación 
de Venezuela, pero el monto restante fue administrado por el Presupuesto. En lo que respecta al 
Hospital de Clínicas, la UdelaR usó esos dineros en tiempo y forma, nada fue devuelto e, incluso, esos 

US$ 17:000.000 provenientes del préstamo bolivariano, se gastaron en obras que se ejecutaron 
en cinco años, tal como estaba previsto desde el inicio, cumpliendo con todas las etapas del proceso: 
licitación, ejecución y control de calidad. El Hospital ha demostrado que puede usar cierta cantidad de 
dinero por año y que lo puede utilizar en forma adecuada. Igualmente queda mucho por hacer, porque 
la situación edilicia y de equipamiento del Hospital estaba muy deteriorada. En síntesis, con respecto a 
la situación edilicia, lo más remarcable en este momento es que las áreas de especialización, de 
cuidados generales, e intermedios, ciertas áreas de diagnóstico no cumplen los requerimientos para la 
habilitación por parte de nuestro propio Ministerio de Salud Pública, pero lo más importante es que 
dificultan el bienestar de los pacientes que están en tratamiento y también del personal, pero lo 
centramos principalmente en los enfermos. Insisto en que el Hospital ha demostrado que puede usar 
ciertos dineros para su refuncionalización, pero todavía tiene necesidades para esa población. Hemos 
observado que los recursos plasmados en el Presupuesto actual son inferiores a los que 
históricamente el Hospital ha usado en estos últimos años, que son alrededor de $ 
110:000.000. Justamente, esa cantidad se aparta de lo que se viene elaborando y por eso pedimos -el 


doctor Tonto se va a explayar en este tema- un complemento que está siendo asignado a través de la 
UdelaR, del orden de los $ 30:000.000 o $ 40:000.000 para llegar a esa cifra y poder mantener el ritmo 
de refuncionalización del Hospital. A este respecto, hay otro asunto que queremos explicitar. El Hospital 
tiene su presupuesto cubierto por el Presupuesto educativo de la UdelaR. En todo el mundo, el gasto 
en educación y en salud diverge progresivamente por el aumento de los costos en la salud. Por lo 
tanto, desde hace algunos años, en la interna de la UdelaR -esto lo hemos trasmitido- se ha 
considerado necesario ver al Hospital como un centro asistencial y por esa razón se complementan los 
recursos por Presupuesto educativo a través del “Presupuesto salud”. 


Asimismo, se plantea un grave problema relacionado con la retención del personal. En el 
sector público se ha generado una asimetría retributiva en el ámbito de la salud a nivel público. Al 
Hospital eso le está costando serios problemas para retener al personal calificado, sobre todo en 
Programas que son centrales, como la emergencia -que es una de las más grandes del país y de 
Montevideo-, el CTI y otros servicios asistenciales; dejo de lado la formación de recursos y la 
investigación, que son específicos del Presupuesto educativo. Con respecto a estos dos rubros, 
planteamos esta necesidad y solicitamos -aclaro que ya existen antecedentes- que, teniendo en 
cuenta su componente asistencial, se considere la eventualidad de reforzar con partidas especiales la 
adjudicación presupuestaria del Hospital. 


Si me lo permite la señora Presidenta, quisiera que le ceda el uso de la palabra al Director 
del Hospital para que complemente la solicitud. 


SEÑOR TONTO.- No quiero abusar del tiempo de los señores Senadores, porque sabemos que ya 
estamos en el límite del tiempo de que disponemos, pero vamos a aportar algunos datos cuantitativos 
del Hospital de Clínicas. 


En este momento, el Hospital tiene un Presupuesto asignado directamente por Rentas 
Generales en el entorno de los $ 1.260:000.000, en los cuales están incluidos $ 70:000.000 que 
son resultado de la complementación asistencial con ASSE. Ese es un aspecto cuantitativo en cuanto 
al total del Presupuesto, pero únicamente $ 30:000.000 pueden ser destinados a obras. Esos $ 
30:000.000 representan alrededor del 25% de las necesidades reales, si consideramos que para el 
plan de reconversión y refuncionalización del Hospital se estimaban $ 100:000.000 por año, a efectos 
de lograr una refuncionalización total de sus diferentes niveles con asignaciones a actividades 
asistenciales y académicas de acuerdo al plan director. Dicho plan tiene, como eje fundamental, el 
mejoramiento de las áreas de atención directa de los pacientes, puesto que una vez que se logre 
atenderlos bien, lograremos un medioambiente de trabajo en mejores condiciones para llevar adelante 
las tareas de asistencia, docencia e investigación. 


Por otra parte, hoy el Hospital cuenta con 352 camas y está proyectado un crecimiento a 25 
camas en el CTI. Justamente, uno de las cuestiones más importantes que el subsistema de la salud - 
tanto público como privado-ha debido plantearse en estos últimos tiempos es si cuenta con suficiente 
capacidad instalada para atender los reclamos epidemiológicos que aparecen en el invierno. Como es 
de conocimiento de los señores Senadores, es habitual ver publicada en la prensa información relativa 
a que hubo pacientes que estuvieron esperando camas de CTI o en las puertas de los Hospitales sin 
ser atendidos. El Hospital ha apostado a brindar un CTI cuantitativamente mayor, pero necesitamos 
dotarlo de recursos humanos. Este es otro de los aspectos que planteamos. En esta Rendición de 
Cuentas habíamos propuesto un incremento destinado a la retención del personal y al crecimiento de 
aquellos programas de importancia, tanto en lo académico como en lo asistencial, que da el Hospital 
de Clínicas. 


En términos generales, el Hospital atiende unas 120.000 consultas al año en la policlínica, 
45.000 en la emergencia, opera a unos 5.000 pacientes al año y atiende unos 1.000 partos por año. 
Estos últimos, en general, son de madres -no vamos a hablar de su condición socioeconómica- que 
tienen problemas en su condición biológica y luego requieren tratamientos especializados, al igual que 
algunos de los niños -producto de esa gestación- que tienen bajo peso o trastornos importantes. 
Podríamos profundizar en estos aspectos cuantitativos generales, pero dado el tiempo con el que 
contamos, nos parece que no es oportuno hacerlo. Para que el hospital continúe funcionando y 
cumpliendo con la normativa vigente es necesario una asignación en obras de importancia, que en 


estos momentos estaría en el entorno de los setenta millones, pues treinta millones vienen por vía de la 
Universidad de la República. Debemos conseguir el mantenimiento de una asignación para 
retribuciones personales de manera de no perder el personal que se forma; no olvidemos que formar 
un recurso humano es costoso para el país y, por ello, en cierta medida Uruguay tiene que 
salvaguardar este aspecto, del mismo modo que tenemos que salvaguardar los US$ 25:000.000 que 
hemos invertido en planta física. En el Hospital, la gente formada, a su vez, forma nueva gente, en un 
círculo virtuoso que nos lleva a un mejor posicionamiento. 


Hay otro punto, que tiene costo cero, pero que para nosotros es un instrumento de mucho 
valor: la inserción formal en el sistema. Si bien nosotros en este momento, y por la vía de los hechos y 
de la documentación, estamos insertos virtualmente, la formalidad también hace a la esencia. Por lo 
tanto, la forma de estar insertos es una de las necesidades que plantea el hospital para tener un 
manejo más claro ante las autoridades. 


SEÑOR UMANSKdY.- Entendemos perfectamente el tema del hospital y sus necesidades, pero es cierto 
que, históricamente, ha estado sometido a una ambigúedad presupuestal muy alta: recibe fondos de la 
Udelar, tiene convenios con ASSE y cumple con las funciones del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. Mi impresión es la siguiente: es evidente que estamos ante una unidad ejecutora que tienen un 
volumen o una configuración presupuestal mucho más alta que cualquier otra unidad ejecutora y 
requiere una atención mucho mayor. ¿Han estudiado, analizado o explorado la posibilidad de tener otra 
configuración presupuestaria? Hago esta pregunta porque es evidente que esta ambigúedad 
presupuestal los va a tener muy mal durante muchos años, ya que van a tener que pedir fondos a la 
Udelar y a ASSE y, obviamente, habrá problemas de negociación porque cada uno tiene sus propias 
necesidades. Entonces, repito que me gustaría saber si han explorado la posibilidad de tener un 
programa presupuestal aparte que les permita tener, no solo la representatividad que ya tienen en los 
hechos, sino también a nivel presupuestal. 


SEÑOR TONTO.- Desde el punto de vista presupuestal, el Programa 350 es el correspondiente al 
Hospital de Clínicas y está claramente diferenciado, sobre todo en los aspectos asistenciales. El 
presupuesto que trae la Universidad es el que generó y discutió el Hospital de Clínicas; históricamente 
estamos en un guarismo del 22% del presupuesto general asignado a la Universidad de la República, 
aunque estamos traslapados en lo que son salud y educación porque pertenecemos a los dos 
subsistemas, y por eso enfrentamos cierta ambigúedad. 


Por otro lado, a través del convenio con Rentas Generales el Hospital tiene $ 70:000.000 -que 
ya mencionamos- y alrededor de $ 100:000.000 al año -que es promedio de los últimos cinco años- por 
venta de servicios al Fondo Nacional de Recursos y algunos otros servicios que son únicos, como los 
que mencionamos en la documentación entregada. 


Es decir que la estructura presupuestal del Hospital está claramente definida dentro de la 
Universidad, y cuando se hace la apertura presupuestal y se realiza la discusión en la Comisión 
Programática Presupuestal, el Hospital siempre tiene una asignación -no como la que quisiéramos:, 
que es producto de las negociaciones generales de la Universidad y de la representación proporcional, 
que es uno de los aspectos que había que contemplar, como se hizo en los últimos años. 
Evidentemente el crecimiento del Hospital y las exigencias del sistema hacen que el Clínicas sea visto 
desde el punto de vista de la salud -es uno de los aspectos que hoy queremos remarcar-, puesto que 
la enseñanza y la investigación son aspectos intrínsecos a la posibilidad de realizar una buena 
asistencia. En esas tres vertientes el Hospital ha logrado conseguir su presupuesto y diferenciarlo 
dentro de la propia Universidad, que lo ha respetado hasta el momento. 


SEÑOR UMANSKY.- ¿Esa estructura no merece ser modificada para que el Hospital tenga más 
protagonismo en los dos ámbitos? Esa es la pregunta. 


SEÑOR TOMASINA.- Pensar en cambiar siempre es necesario en cualquier organización; o sea que 
en ese sentido estamos abiertos y en todo momento tratamos de generar iniciativas que faciliten 
realmente el funcionamiento de un hospital universitario que entendemos sigue siendo necesario en el 
contexto nacional. Desde ese punto de vista, estamos dispuestos a pensar en diferentes mecanismos. 


Quería comentar que cuando se votó la partida de $ 70:000.000 para gastos de 
funcionamiento en convenio con ASSE, se hizo contra indicadores de producción. Es decir que 
básicamente es casi un compromiso de gestión del Hospital, con indicadores que tienen que ver con la 
eficiencia del uso de las camas de cuidados intensivos, moderados y de emergencia, y producción 
quirúrgica. Inclusive, esa partida está ajustada por los indicadores. En ese sentido, este año el Hospital 
ha aumentado progresivamente su participación en estas áreas, buscando instrumentos que hagan 
eficientes sus recursos. Estamos totalmente de acuerdo en que quizás sea necesario un presupuesto 
más claro y definido en lo asistencial; por eso hablamos de la diferencia con lo académico propiamente 
dicho, y creemos que es en lo asistencial que tenemos que caminar. Me parece que este convenio va 
por ese camino. 


Otro convenio importante de trabajo es el que refiere al fortalecimiento y formación de los 
recursos humanos del subsector público, que han constituido unidades docentes y asistenciales. Todos 
están sostenidos en compromisos de gestión, es decir, contrametas. Estamos de acuerdo en que los 
recursos tienen que ir contra resultados, y en eso estamos trabajando. 


SEÑOR TONTO.- Al solicitar la inclusión en el Sistema Nacional Integrado de Salud nos estamos 
sometiendo al régimen de metas prestacionales, lo que es una forma de medirnos. No queremos exigir 
cosas si no tenemos forma de ser medidos. El señor Decano habló del incremento de la producción del 
Hospital en términos cuantitativos con relación a los parámetros que se fijaron para la asignación de los 
$ 70:000.000. El primer ajuste fue de $ 11:800.000 por encima de lo pactado, porque el Hospital 
produjo más. Esto fue en el área asistencial. Por su parte, el tema del fortalecimiento es manejado por 
la Facultad de Medicina. Al insertarnos en el Sistema, vamos a tener reglas de juego iguales a la de los 
prestadores públicos y privados de salud. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la exposición que nos han brindado. Vamos a enviar la versión 
taquigráfica de sus palabras a todos los Senadores de la Comisión y tomaremos en cuenta el material 
escrito que nos han dejado. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión Directiva del Hospital de Clínicas.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay.) 


-Buenos días. La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, en el marco del tratamiento del Proyecto de Ley de Rendición de Cuentas 2011, da la 
bienvenida a los representantes de la Asociación de Agrimensores del Uruguay. 


SEÑORA BÉNIA.- Agradecemos el tiempo que nos dispensan, el cual es poco dado que tienen que 
escuchar las inquietudes de varias delegaciones. 


Queremos señalar que asistimos a esta Comisión preocupados por un tema relativo a las 
viviendas, que figura en el artículo 207 del proyecto de ley. 


Como los señores Senadores ya saben, nosotros manejamos mucho el tema de la propiedad 
horizontal y veíamos que el Gobierno, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, tiene la inquietud de llevar hacia adelante en el tiempo la fecha de incorporación al 
régimen de propiedad horizontal a través del Decreto-Ley N* 14.261. La norma es muy antigua y en su 
momento dio solución de vivienda a muchos ciudadanos que, en un mismo terreno, podían tener su 
vivienda individual. En el año 1974 el legislador vio que había una serie de situaciones que no se veían 
contempladas por la Ley N* 10.751, porque las modificaciones que debían sufrir las viviendas para 
quedar amparadas eran muy onerosas; así surgió el Decreto N* 14.261. 


El Gobierno ahora está tratando de que la fecha de incorporación de las construcciones con 
permiso sea al año 2003. Ahora bien; la propuesta del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente es que esta incorporación abarque solamente aquellos edificios del Banco 
Hipotecario o de la Agencia Nacional de Vivienda. Este hecho nos preocupa porque quedarían afuera 
muchas situaciones, en general, de gente de bajos recursos. Por tanto, se precisaría que esa fecha 
incluyera a todo el espectro y no solamente a ese tipo de viviendas. De esa manera se lograría una 
solución de vivienda -este es un caso clásico-, por ejemplo, cuando en el fondo del terreno se hace una 
construcción para el hijo de la familia que se va a casar. Más adelante ocurren cambios, la familia se 
disgrega o lamentablemente fallecen los padres, por lo que hay que vender las casas. Y si estamos en 
un régimen de propiedad común, esa venta será muy difícil. Si bien son viviendas económicas, se trata 
de lugares decorosos y que tienen todos los servicios. Por ello es que queríamos solicitarles -concordando con 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de que la fecha sea el año 2003- 
que la normativa sea para todos los propietarios de los terrenos y no solamente para los edificios del 
Banco Hipotecario o de la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑORA POLIO.- Lo que figura en el memorando es una cronología de normas legales que se han ido 
incorporando para favorecer el ingreso de distintos inmuebles al régimen de propiedad horizontal. En el 
Presupuesto sancionado en el año 2001, la fecha de 1974 se corrió a 1995. Hubo otras normativas, 
como la Ley N* 15.853, que permitió el ingreso al régimen de propiedad horizontal, a través del 
Decreto-Ley N* 14.261, de todas las cooperativas de vivienda, sin importar la fecha de construcción o 
si contaban o no con el permiso correspondiente. Cabe aclarar que las cooperativas deben tener 
permisos municipales, y también de la Dinavi. Hubo distintas normas legales en este sentido y se ha 
tendido a favorecer el ingreso de los inmuebles al régimen de propiedad horizontal a través del régimen 
previsto en la Ley N* 14.261, que tiene exigencias diferentes. Por ejemplo, tenemos lo concerniente 
a la sanitaria, ya que este Decreto ley prevé servidumbres que no figuran en la Ley N* 10.751, lo que 
favorece mucho el ingreso de las viviendas. Por ejemplo, me tocó actuar con viviendas que hubiera 
sido imposible incorporar si la fecha de 1974 no se desplazaba hasta 1995, porque las obras que se 
debían hacer en materia sanitaria eran muy importantes e implicaban muchos costos. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero agregar que estamos de acuerdo con el artículo propuesto en el proyecto de 
ley de Rendición de Cuentas, pero pretendemos ampliar su alcance, es decir que no sea solo para 
viviendas construidas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sino 
también por otros medios, o sea, por particulares en general. En realidad, estamos de acuerdo con el 
concepto, pero nos parece que al ampliar las facultades se aportaría a las políticas de vivienda. Uno de 
los argumentos al respecto es que al facilitar la incorporación al régimen de propiedad horizontal se va 
a aumentar la cartera de viviendas. O sea, si en un mismo padrón tenemos dos viviendas que no son 
enajenables en forma independiente, con la normativa de la propiedad horizontal generamos dos 
inmuebles enajenables en forma independiente. Por tanto, estaríamos duplicando la cantidad de 
viviendas enajenables y, con ello, aumentando la oferta inmobiliaria, con lo que se puede generar una 
disminución en el costo en general de la vivienda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por lo que entiendo, se están refiriendo al actual artículo 212, que en el 
proyecto llegado a la Cámara de Representantes era el 207. 


SEÑORA POLIO.- En el memorando que les entregamos hacemos referencia también al artículo 205, 
pero quizás ahora tenga un número diferente. En dicha disposición se incluyen dentro del artículo 1? de 
la Ley N* 14.261 los programas de autoconstrucción del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, incluso en terrenos privados, también con prescindencia de la fecha de 
construcción. O sea, no sólo no se lleva al 2003, sino que se prescinde de la fecha del permiso, incluso 
hasta hoy. 


SEÑOR SEGALERBA.- Redondeando lo que han expresado mis colegas, y para ser claro y conciso, 
quiero compartir con los señores Senadores dos o tres ideas fuerza. 


Antes que nada, es importante destacar que no estamos solicitando dinero, a pesar de que 
estamos un ámbito en el que la mayoría de las inquietudes tienen que ver con eso. 


Por otro lado, quiero decir que si bien puede interpretarse que los agrimensores queremos 
ampliar esto para tener más trabajo, debemos reconocer que también tendrían más trabajo los 
escribanos y los arquitectos. Realmente, lo que aquí importa es que esto de alguna manera redundaría 
en el beneficio social de la población. Los directores de la Intendencia nos acercaron cifras muy 
importantes, de 1995 hasta 2003, sobre las personas que han tramitado un permiso de vivienda 
popular en la Intendencia, y puedo decir que se otorgaron más de 1.000 permisos para viviendas 
populares sólo en Montevideo, y además habría que contar todo el interior del país y Ciudad de la 
Costa. Nosotros queremos que estas personas tengan una solución más digna. 


Entiendo que esto está dirigido a las capas medio-bajas de la sociedad, ya que aquella 
persona que cuenta con los medios y construye en el terreno de sus padres en Malvín, Pocitos o 
Carrasco, directamente puede hacerlo en propiedad horizontal, sin quedar enganchado con una 
vivienda hecha con permiso de construcción y con supervisión de la Intendencia de Montevideo, que es 
el caso en el que yo más actúo. Es decir que toda esa gente podría, de alguna manera, 
independizarse, y esos bienes entrarían al mercado inmobiliario. Al haber subsidios y certificados y 
existir nuevamente un mercado de hipotecas en el país, el Estado o nosotros mismos hemos hecho 
subir, sin quererlo, los precios de esas propiedades de bajo valor, pues hay poco material disponible. 
De esa manera, estaríamos frenando cierta especulación inmobiliaria que se puede generar, dando 
acceso digno a más viviendas para más uruguayos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les informamos que este material y la versión taquigráfica de esta sesión 
serán distribuidos a todos los miembros de la Comisión que hoy no están presentes, a efectos de 
analizarlos al momento de tratar los artículos del proyecto. 


Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay.) 


Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte l./a> 


Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte l1!./a> 


-No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 35 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


